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Muchos de los problemas que enfrentan hoy en día los países emergentes y en desarrollo 

se deben a deficiencias en la gobernanza. Ello no atañe solo a los Gobiernos, sino también 

a los ciudadanos. Los Gobiernos deben escuchar a los ciudadanos y trabajar para ellos. En 

el Departamento de la Práctica de Gobernabilidad del Banco Mundial, procuramos 

promover un enfoque más centrado en el ciudadano, porque sabemos que su participación 

activa constituye el eje de la buena gobernanza. Y que los Gobiernos que escuchan a sus 

ciudadanos y trabajan con ellos pueden ser más eficientes y eficaces. 

 

La auditoría social permite que tanto los actores que pertenecen al Gobierno como los 

ajenos a él trabajen juntos para lograr una mejor gobernanza, garantizando que los países 

y las comunidades obtengan los resultados que necesitan y merecen. La auditoría social no 

necesariamente implica que la sociedad civil confronte con los funcionarios públicos, sino 

garantizar que la información acerca de las perspectivas de los ciudadanos llegue a manos 

de los funcionarios a cargo para facilitarles el trabajo y hacerlo más eficiente. 

 

La auditoría social permite a los ciudadanos formular opiniones y canalizar sus demandas 

de mejores servicios, mayor transparencia presupuestaria, regulación y contratación 

abierta. Asimismo, ofrece a los funcionarios públicos recibir valiosos comentarios e 

información, fortalece la confianza de los ciudadanos en el Gobierno y les proporciona el 

capital político para implementar y sostener reformas que favorezcan a los pobres. 

 

En la actualidad, los debates sobre iniciativas de auditoría social se centran acertadamente 

en una serie de preguntas sobre sus impactos y la respectiva evidencia empírica: ¿qué 

medidas dan buenos resultados, cómo, por qué, para quiénes y en qué circunstancias? 

¿Pueden aplicarse en otros contextos? Se han realizado numerosas investigaciones, pero 

aún no se ha alcanzado un acuerdo amplio sobre muchas de estas importantes preguntas. 

Algunos aún consideran que la auditoría social carece de pruebas empíricas rigurosas, y los 

debates a menudo concluyen con la afirmación poco útil acerca de que "los resultados son 

dispares". 

 

Por este motivo, la Alianza Mundial para la Auditoría Social (GPSA) solicitó a Jonathan Fox, 

Profesor de American University en la Ciudad de Washington, USA, que realizara un meta-

análisis de las principales evaluaciones de programas de auditoría social que han 

influenciado el discurso sobre la evidencias empírica. En este documento, el autor 

reflexiona sobre la evidencia existente y evalúa las limitaciones de las iniciativas 

tradicionales de auditoría social que se basaban en herramientas, centradas en la 
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divulgación de información y con deficiencias tanto de coordinación como de 

colaboración. 

 

La vasta experiencia y los conocimientos especializados del Profesor Fox en este terreno 

se tradujeron en este documento fundamental. Este trabajo ayuda a repensar el marco 

conceptual, pues distingue entre los enfoques tradicionales "tácticos" y los nuevos 

planteamientos "estratégicos". De este modo, ofrece un nuevo marco y un nuevo lenguaje 

para el importante debate sobre la evidencia empírica y el impacto de la auditoría social. El 

autor nos insta a analizar en mayor profundidad los enfoques estratégicos sobre auditoría 

social y ofrece numerosas proposiciones atinadas basadas en la dinámica causal que 

genera impactos reales en las sociedades. 

 

Estoy seguro de que este documento aporta una contribución muy valiosa al debate, y 

tengo sumo interés en participar de las deliberaciones en curso. 

 

 

 

Mario Marcel 
Senior Director, Governance Global 
Practice 
El Grupo Banco Mundial 
 

Ciudad de Washington, DC 
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El debate sobre políticas relacionado con las iniciativas de auditoría social se ha centrado 

cada vez más en sus impactos tangibles en términos de desarrollo. La evidencia empírica es  

variada. En el presente metaanálisis, se replantean algunas de las evaluaciones más 

influyentes desde una nueva perspectiva, distinguiendo entre enfoques tácticos y 

enfoques estratégicos para promover la voz de los ciudadanos y contribuir a mejorar el 

desempeño del sector público. Los experimentos sobre el terreno tienden a estudiar 

intervenciones acotadas, tácticas, que se basan en supuestos optimistas sobre el poder de 

la información como único elemento para motivar la acción colectiva e influir en el 

desempeño del sector público. De los estudios sobre estrategias multidimensionales que 

promueven entornos  propicios para la acción colectiva e impulsan la capacidad de los 

Estados para responder realmente a la voz de los ciudadanos, emergen resultados más 

promisorios. Esta reinterpretación de la evidencia empírica, a su vez, conduce a proponer 

una nueva serie de postulados debidamente sustentados, que se centran en la sinergia 

entre el Estado y la sociedad, y “estrategias tipo sándwich” a través de las cuales la “voz” y 

los “dientes” pueden llegar a empoderarse mutuamente. 
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Las estrategias de auditoría social intentan mejorar el desempeño de las instituciones 

impulsando tanto la participación ciudadana como la receptividad de los Estados y las 

empresas. En la práctica, el concepto incluye una amplia gama de innovaciones 

institucionales que alientan y proyectan la voz ciudadana. En la medida en que la auditoría 

social refuerce el poder ciudadano de cara al Estado es un proceso político; aún cuando es 

distinta a la rendición de cuentas política, que se centra específicamente en los 

funcionarios electos y en la que la voz ciudadana a menudo se delega en representantes 

durante los períodos entre elecciones. Esta distinción convierte a la auditoría social en un 

enfoque particularmente importante para sociedades en las que el Gobierno 

representativo es débil, poco receptivo o inexistente.1 

 

La auditoría social es una categoría general en constante evolución que comprende: el 

seguimiento y supervisión ciudadana del desempeño del sector público, el sector privado o 

ambos; los sistemas de acceso a la información, así como de difusión de información 

pública centrados en los usuarios; los mecanismos de atención de reclamos ciudadanos; y  

la participación ciudadana en la adopción de decisiones sobre la asignación de recursos, 

como en el caso del presupuesto participativo. Sin embargo, en todo  este abanico diverso 

de experimentación en curso (en pequeña y gran escala), los analistas están comenzando a 

observar diferencias entre los limitados instrumentos de monitoreo y expresión de la 

sociedad civil y aquellos enfoques más amplios de defensa del interés público tendientes a 

reformas de políticas (véase Joshi y Houtzager, 2012).  

 

Las iniciativas de auditoría social se multiplican en el contexto más amplio, y en expansión, 

de la transparencia y la rendición de cuentas a nivel mundial, que también incluye reformas 

importantes relacionadas con el Gobierno abierto y una extraordinaria proliferación de 

iniciativas voluntarias de numerosas partes interesadas que intentan establecer normas 

sociales y ambientales, principalmente para el sector privado.2 Estos esfuerzos diversos se 

basan en la presunción de que “la información es poder”, y que la transparencia 

necesariamente impulsará la rendición de cuentas. No obstante, las teorías del cambio 

ampliamente aceptadas y sugerentes desde el punto de vista normativo, resumidas en la 

frase “la luz del sol es el mejor desinfectante”, han resultado tener una sustentación 

empírica desigual (Fox, 2007a). En respuesta, tanto los profesionales como los analistas de 

políticas se preguntan cada vez más qué es lo que en verdad funciona y la respuesta sigue 

siendo incierta.3 En el campo de la auditoría social, la práctica aún va por delante de la 

investigación, y la teoría pertinente está todavía más atrasada. 
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La diversidad de iniciativas de cambio institucional comprendidas dentro de la categoría de 

auditoría social complica más los esfuerzos para extraer lecciones más generales. Quienes 

buscan respuestas en términos de herramientas para todo uso y de fácil aplicación en 

todos los casos se dan cuenta rápidamente de que, en realidad, los procesos y resultados 

de la auditoría social dependen en gran medida del contexto (O’Meally, 2013). Hacer un 

llamado a favor de un enfoque basado en evidencia no es suficiente. Repensar el creciente 

corpus de datos empíricos puede permitirnos avanzar en el modo de entender la auditoría 

social en términos más generales, lo que puede ayudar a orientar estrategias y 

expectativas más realistas.  

 

En este estudio se reinterpretan los datos de las evaluaciones empíricas y los conceptos 

analíticos relacionados con la auditoría social, con el propósito de contribuir a abordar la 

pregunta ¿y ahora qué?.4 En primer lugar, se identifican los límites de los marcos 

conceptuales que se suelen aplicar  a la auditoría social. En segundo lugar, mediante un 

meta-análisis se analiza la bibliografía sobre evaluaciones de impacto de la auditoría social 

a través de nuevos prismas conceptuales. Este ejercicio se basa principalmente en 25 

evaluaciones cuantitativas, haciendo hincapié en experimentos sobre el terreno 

considerados ampliamente como emblemáticos en este campo por  su aceptación entre 

los profesionales del rubro.5 En tercer lugar, el estudio propone una serie de postulados 

conceptuales debidamente sustentados para analizar la dinámica de las estrategias de 

auditoría social, basados en la  sinergia Estado-sociedad con respecto al análisis 

institucional. El estudio concluye poniendo el énfasis en las coaliciones en favor de la 

rendición de cuentas que reduzcan la brecha entre el Estado y la sociedad.  

 

A modo de introducción al argumento principal, si se desagregan los hallazgos de las 

evaluaciones de impacto, en realidad se examinan dos enfoques muy diferentes 

comprendidos en el término genérico de auditoría social, el táctico y el estratégico. Los 

enfoques tácticos de auditoría social constituyen intervenciones acotadas (también 

llamadas instrumentos), que se limitan a los esfuerzos de la sociedad para proyectar su 

voz. La teoría del cambio respectiva supone que el acceso a la información por sí mismo 

motivará la acción colectiva localizada, que a su vez generará suficiente poder como para 

influir en el desempeño del sector público6. En cambio, los enfoques estratégicos de 

auditoría social despliegan múltiples tácticas, fomentan entornos propicios para la acción 

colectiva en favor de la rendición de cuentas y coordinan iniciativas emanadas de la voz 

ciudadana con reformas gubernamentales que fortalecen la receptividad del sector 

público. Cuando se reinterpreta la evidencia de las evaluaciones desde esta nueva 

perspectiva, los resultados de los enfoques tácticos son, sin duda, encontrados, mientras 

que la evidencia del impacto de los enfoques estratégicos es mucho más promisoria. Esta 

interpretación señala la importancia de las estrategias de cambio institucional que 
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promueven tanto la “voz” como los “dientes” (teeth - entendido esto último como la 

capacidad de respuesta del Estado). La propuesta final para el debate es que las 

“estrategias de sándwich” de coaliciones de actores en favor de la rendición de cuentas 

tanto en el Estado como en la sociedad empoderándose mutuamente pueden generar los 

círculos virtuosos de empoderamiento necesarios para liberarse de  las “trampas por la 

falta de de rendición de cuentas” [low accountability traps]. 
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El campo de la auditoría social ha desbordado los marcos conceptuales convencionales y 

las lecciones extraídas de la práctica deberían orientar los nuevos enfoques. En esta 

sección se examinan las limitaciones de cuatro enfoques ampliamente aceptados, todos 

los cuales fueron importados de otras agendas intelectuales y como tales no fueron 

planteados expresamente para entender temas de auditoría social.  

 

Hace una década, el Informe sobre el Desarrollo Mundial del Banco Mundial acerca de la 

prestación de servicios públicos estableció una innovadora agenda intelectual  

internacional que enmarcaba los problemas de la prestación de  servicios en términos de 

deficiencias y vías de la rendición de cuentas (2003). Conceptualmente, en dicho informe 

se subrayaba que el marco de pensamiento que hace hincapié en la relación entre  el 

principal y el agente [principal-agent framework] es el instrumento más importante para 

entender la relación entre la voz de los ciudadanos y la capacidad de respuesta del sector 

público7. Este enfoque se convirtió en un saber convencional en el pensamiento dominante 

sobre el desarrollo y supone que el ciudadano es, en definitiva, el principal, 

independientemente de si en realidad vive bajo una forma representativa de Gobierno 

(véase Griffin y otros, 2010). Sin embargo, cuando el modelo de principal- agente se aplica 

a la gobernanza, se da por sentado lo que se debe demostrar: que en última instancia los 

ciudadanos (los “principales”) son los que realmente mandan. Además, con frecuencia 

este enfoque supone que los ciudadanos tienen intereses y metas relativamente 

homogéneos. Implícitamente, el modelo principal-agente también supone que los 

principales tienen principios, es decir, que pueden actuar, y actuarán, contra la impunidad 

(Persson, Rothstein y Teorell, 2013). El problema aquí es de “elasticidad conceptual” 

(Sartori, 1970). Originalmente, el modelo de principal-agente se refería a relaciones de 

mercado bidireccionales, como las de accionistas y gestores, gestores y empleados o 

clientes y proveedores de servicios. Cuando se aplicó a la política, en un principio se centró 

en relaciones formales, bien definidas, de delegación de la autoridad. Los científicos 

sociales posteriormente ampliaron la metáfora y la aplicaron a relaciones de poder más 

amorfas que implicaban simple influencia, y no tanto poder de autoridad, así como 

múltiples principales. 8 Esto diluyó su rigor. El modelo también plantea problemas respecto 

a las relaciones de supervisión no jerárquicas, como es el caso de la rendición de cuentas 

mutua en las alianzas, las instituciones que aseguran el equilibrio de poderes y las 

relaciones informales de rendición de cuentas, todas especialmente importantes para los 

procesos de auditoría social.  
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El Informe sobre el Desarrollo Mundial 2004 se basó en el enfoque de principal- agente 

para proponer otra metáfora muy influyente para entender los diferentes tipos de 

relaciones de poder entre ciudadanos y proveedores de servicios públicos. Para empezar, 

hay una “vía larga”, que permite a los ciudadanos ejercer su condición de “principal” 

delegando autoridad en representantes políticos, que luego gobiernan a las burocracias  

designando autoridades  responsables de las políticas, quienes,  a su vez, establecen 

pactos para gestionar la prestación de los servicios de primera línea. En cambio,  la “vía 

corta”  vincula a los ciudadanos directamente con los proveedores de servicios a través de 

diferentes mecanismos de supervisión y voz (y de opciones de salida, si existieran). La 

metáfora de las vías larga y corta no abordó las posibles contribuciones de otras  

instituciones públicas que actúan como frenos y contrapesos, tales como los parlamentos, 

los sistemas judiciales, las entidades fiscalizadoras superiores, las defensorías del pueblo, 

ni tomó en cuenta las reformas en materia de acceso a la información pública. Además, la 

vía corta propuesta en dicho informe con respecto a los proveedores de servicios públicos 

de primera línea es exclusivamente local, lo que refleja una presunción de que la 

ineficiencia del Estado es principalmente local y que no está presente a todo lo largo de la 

cadena de suministro de la gobernanza. Una década después, los resultados encontrados 

indican  que, después de todo, la vía corta quizás no sea tan corta. De hecho, influyentes 

investigadores del Banco Mundial concluyeron recientemente que cuando el problema es 

que el Gobierno falla en la rendición de cuentas, no hay vía corta (Devarajan, Khemani y 

Walton, 2013). Esto sugiere que no hay modo de eludir la cuestión  central de la rendición 

de cuentas  de los poderes políticos y la estructura de incentivos que influye en que los 

funcionarios electos respondan, o no, a los ciudadanos. 

 

Hacia el final de la década de 2000, los documentos oficiales del Banco Mundial 

comenzaron a promover un tercer marco discursivo para los temas de auditoría social, 

desplegando metáforas de mercado que contraponen la “oferta” y la “demanda” de buen 

gobierno. Ello reflejaba  divisiones internas dentro del propio Banco Mundial entre el 

personal que trabajaba en las reformas internas del sector público (oferta) y aquellos que 

promovían interfaces públicas y la participación de la sociedad civil (demanda). A 

diferencia del Informe sobre el Desarrollo Mundial 2004, este enfoque pone el acento en la 

posible contribución de las instituciones de frenos y contrapesos de la oferta (oficinas 

anticorrupción, presupuesto abierto, fortalecimiento de la capacidad de control legislativo, 

sistemas de atención a reclamos ciudadanos, etc.). No obstante, la metáfora del mercado 

implica que de algún modo la demanda creará su propia oferta, o viceversa. Además, la 

presunción implícita de que una mano invisible acabará por juntarlas no es realista.9 

 

Un cuarto marco conceptual para entender la rendición de cuentas se basa en metáforas 

espaciales. La rendición de cuentas “vertical” alude a la relación entre los ciudadanos y sus 
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representantes con respecto a la rendición de cuentas en materia política (Mainwaring y 

Welna, 2003). La rendición de cuentas “horizontal” alude al control mutuo inherente a las 

instituciones gubernamentales de frenos y contrapesos, relaciones relativamente de igual 

a igual que no se adaptan fácilmente a los modelos principal-agente (O’Donnell, 1998). La 

rendición de cuentas “diagonal” se refiere a combinaciones híbridas de control vertical y 

horizontal, e implica la participación directa de los ciudadanos en las instituciones 

gubernamentales. Esto puede consistir en la participación en los órganos de control del 

Estado o en su gestión directa,  como en el caso clásico de la administración de  elecciones 

por los ciudadanos, independientemente de las autoridades electas.10 Algunos de estos 

órganos oficiales de poder compartido entre el Estado y la sociedad se crean desde arriba, 

como en el caso de los “espacios invitados” (Cornwall y Schattan Coelho, 2007). Otros se 

han construido en respuesta a la protesta y la movilización ciudadanas de base amplia, 

como en el caso de la organización independiente de elecciones por parte de ciudadanos 

en México (Isunza Vera y Olvera, 2006; Avritzer, 2002). 

 

En el contexto de estas metáforas espaciales, los esfuerzos en favor de la auditoría social 

pueden ser verticales o diagonales. Son verticales cuando los ciudadanos realizan 

demandas directamente al Estado, por los canales electorales o por fuera de ellos 

(Peruzzotti y Smulovitz, 2006). Estas dimensiones vertical y diagonal interactúan entre sí, 

ya que el espacio para el poder ciudadano dentro de los órganos oficiales de supervisión 

puede crearse en respuesta a presiones verticales. Algunos argumentan, por el contrario, 

que cuando la rendición de cuentas  horizontal es débil, ello se debe  fundamentalmente a 

deficiencias en el proceso vertical de rendición de cuentas (Moreno, Crisp y Shugart, 2003). 

Cuando los sistemas débiles de rendición de cuentas  horizontal y vertical se refuerzan 

unos a otros, se puede hablar de las trampas de la falta  de rendición de cuentas [low 

accountability traps] (Fox, 2007b). El análisis de estas deficiencias de la rendición de 

cuentas implica desagregar el Estado en términos de su grado de institucionalización y 

eficacia, que a menudo es desigual en términos espaciales (O’Donnell, 1993). Además, en 

algunas circunstancias, las autoridades nacionales electas pueden tener incentivos para 

permitir la persistencia de regímenes subnacionales poco democráticos o carecer del peso 

necesario para democratizarlos (Gibson, 2005; Giraudy, 2013). No obstante, cuando las 

iniciativas de auditoría social repercuten efectivamente en el Estado, con frecuencia lo 

hacen por una vía que implica activar  o empoderar a las instituciones públicas de control 

horizontal para que actúen (Peruzzotti y Smulovitz, 2006; Fox, 2007a).  

 

Aunque cada uno de estos cuatro marcos conceptuales generales tiene sus propias 

fortalezas y limitaciones, no nos conducen a la clase de herramientas analíticas necesarias 

para ir más allá en la categorización, medición y comparación de las dinámicas de los 

numerosos y diversos enfoques que abarca la categoría general de auditoría social. Se 



Documento de trabajo n. º 1 de la GPSA, septiembre de 2014 

 

15 
 

precisa un conjunto nuevo de postulados conceptuales extraídos de manera inductiva a 

partir de las experiencias sobre reformas, que incluya la distinción entre enfoques tácticos 

y enfoques estratégicos, la relación entre “voz” y “dientes”, el “efecto globo” [squeezing 

the balloon], la integración vertical, la rendición de cuentas vista en distintas escalas, la 

rendición de cuentas de tipo retrospectivo y prospectivo, y las estrategias del sándwich. 

Pero ante todo se impone un meta-análisis de los hallazgos empíricos de las evaluaciones 

de impacto.11 
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¿Cómo se pueden extraer lecciones generales de datos empíricos que abarcan iniciativas  

de reforma muy diversas, en un amplio espectro de contextos? Las evaluaciones de 

impacto de auditoría social son una combinación de peras y manzanas. Como resultado, 

aunque no debería sorprender que los resultados sean encontrados, sí se plantea la 

cuestión de cómo interpretar los datos. ¿Será que los casos específicos de falta de impacto 

de auditoría social refutan el concepto general? ¿O que los casos específicos de impacto 

positivo lo reafirman? Ello plantea una pregunta más amplia: ¿En qué consiste demostrar la 

viabilidad de la auditoría social?  

 

La noción de “demostración de viabilidad” [proof of concept] es sumamente relevante 

para abordar primero la cuestión de qué es lo que funciona en la materia para después 

reformularla. Ampliamente utilizada en los campos científico, médico y de la ingeniería, 

“demostración de viabilidad” (o validez) se refiere a la demostración de que una idea 

propuesta funciona como se vaticinó.12 Además, el proceso para verificar la posible validez 

de una idea se distingue de la evaluación de la posibilidad de su generalización. En otras 

palabras, hay una diferencia entre demostrar que una propuesta funciona y demostrar que 

sigue siendo válida en circunstancias muy diversas. En el caso de la auditoría social, el 

postulado general sería que la participación informada de los ciudadanos puede mejorar el 

desempeño del sector público, sobre todo si impulsa el funcionamiento de las instituciones 

de fiscalización. Pero, por otra parte, la verificación de este postulado general en 

condiciones determinadas solo proporcionaría datos fehacientes acerca de si una versión 

particular de la idea funciona en esas condiciones específicas.13 

 

Para efectuar un balance de la evidencia relacionada con la auditoría social se puede partir 

de una de las observaciones más relevantes que se ha obtenido en la experiencia de 

“demostración de viabilidad” en el campo biomédico, a saber: el camino para traducir una 

idea promisoria en soluciones prácticas aplicadas suele ser largo y difícil. Por ejemplo, la 

“teoría del cambio” en la que se basaron las vacunas, data de 1796. En la actualidad, siglos 

más tarde, nadie duda de la validez de esa teoría del cambio, pero aun así las vacunas solo 

son útiles para determinadas enfermedades y  hasta cierto punto,  y el descubrimiento de 

sustancias y dosis para problemas específicos requiere  una muy extensa experimentación. 
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Esta analogía apunta, en lo que a evaluación de estrategias para el cambio institucional se 

refiere, a que incluso las soluciones que podrían tener un gran impacto probablemente 

solo tendrían impactos parciales, en determinadas condiciones únicamente, y solo para 

determinados problemas. 

 

La idea de la demostración de viabilidad sugiere la reformulación de una pregunta habitual 

en relación con la auditoría social: la de si ésta funciona. El problema es que esta 

formulación establece implícitamente una respuesta dicotómica, en términos de “sí” o 

“no”. 14 Es más apropiado formular preguntas planteándose en qué medida y en qué  

condiciones podría funcionar una iniciativa de cambio institucional. Además, los criterios 

para evaluar si una iniciativa de cambio funciona bien podrían ser cuestionados. En 

particular, en contextos en los que la situación inicial es la ausencia total de auditoría 

social, incluso el incremento parcial y desigual en la rendición de cuentas puede ser 

bastante significativo.15 Por ejemplo, en el caso de los consejos comunitarios de abasto en 

México, a lo sumo una tercera parte de ellos lograron ejercer su papel autónomo de 

supervisar el desempeño de un programa rural de distribución de alimentos a gran escala. 

Por lo tanto, aunque se puede concluir que el programa fracasó dos terceras partes de las 

veces, para aquellos millones de ciudadanos de bajos ingresos de zonas rurales cuyos 

intereses estaban representados por consejos más autónomos, el programa sin duda 

funcionó (Fox 1992, 2007b). Además, la formulación en términos de si algo funciona 

implica también que se puede obtener una respuesta general contundente a partir de lo 

que todavía es un corpus de evidencia relativamente pequeño.16 Y, quizás lo más 

importante, la formulación de la pregunta en términos de si la iniciativa funciona también 

implica que se espera que la auditoría social funcione por sí sola, en ausencia de otras 

reformas para el buen gobierno que pueden otorgar fuerza a la voz ciudadana.  

 

La demostración  de viabilidad de la auditoría social está en la agenda por muy buenas 

razones: una serie de estudios influyentes han documentado casos en los que el impacto 

tangible en términos de desarrollo ha sido escaso o nulo. Los profesionales sobre temas de 

desarrollo están sacando por lo menos tres conclusiones generales de estas evaluaciones:  

 

 Primero, que no basta con la información. Específicamente, las evaluaciones de 

impacto han intentado verificar el postulado de que la difusión local de datos sobre 

los resultados de la prestación de servicios activaría la acción colectiva, lo que a su 

vez mejoraría la capacidad de respuesta del proveedor de servicios. Los estudios 

que han encontrado que las intervenciones en materia de difusión de información 

no han tenido ningún impacto son, entre otros, los de Banerjee y otros, 2010; 

Lieberman, Posner y Tsai, 2013; Keefer y Khemani, 2012, y Ravallion y otros, 2013.  

Más aún, Khemani sugiere que las campañas de información locales tendientes a 
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generar participación no pueden tener un impacto ni sostenido ni en gran escala 

sobre los servicios públicos a menos que cambien los incentivos de los políticos que 

en últimas instancias tienen autoridad sobre la gestión de los empleados y los 

presupuestos públicos (2007: 56-57). Ravallion, y otros, coinciden en que son 

necesarias acciones complementarias relacionadas con la oferta que aseguren que 

se haga realidad el potencial del plan [de información] (2013: 5). 

 

 La segunda conclusión general es que a menudo la supervisión de abajo hacia arriba 

con frecuencia no surte efecto. En este sentido, una evaluación de impacto 

particularmente influyente intentó comprobar el supuesto que la supervisión local 

de las obras públicas, por sí misma, podía limitar la corrupción. En el experimento 

de campo efectuado por Olken relacionado con la construcción de caminos para 

comunidades, en el marco del Programa de Desarrollo de Subdistritos (KDP) en 

Indonesia se observó que la supervisión comunitaria tuvo poco impacto en la 

reducción de la corrupción (2007).  

 

 En tercer lugar, un cúmulo creciente de investigaciones indica que los programas 

oficiales de desarrollo impulsados por la comunidad a menudo son capturados por 

las élites locales (véase Mansuri y Rao, 2013; Platteau y Gaspart, 2003). Aunque esta 

bibliografía se concentra en la participación impulsada (“inducida”) por el Gobierno  

más que en la auditoría social per se, ambos enfoques se superponen hasta cierto 

punto, en la medida en que comparten el objetivo de alentar a los grupos 

subrepresentados a hacer oír su voz en lo que se refiere al uso de recursos públicos.  

 

Estas tres aseveraciones son muy convincentes, pero ¿qué significan en cuanto a la 

comprensión de la auditoria social? La interpretación de la evidencia empírica sobre el 

impacto de la auditoría social se complica por el hecho de que algunos de los estudios más 

influyentes sobre la falta de impacto en realidad no consiguen demostrar lo que muchos 

piensan que demuestran. Es revelador examinar tres estudios especialmente 

emblemáticos en términos de la diferencia entre cómo se han entendido sus resultados y 

lo que estos demuestran realmente. La selección de estos estudios (y la interpretación de 

cómo se han entendido sus resultados) se basó en 15 entrevistas con personal y 

funcionarios del Banco Mundial, realizadas entre diciembre de 2013 y marzo de 2014. En 

ellas se preguntó qué evaluaciones consideraban más influyentes, tanto entre colegas 

como en su opinión personal acerca de las fortalezas y limitaciones de los enfoques sobre 

auditoría social. 

 

En primer lugar, tomemos la comparación metodológicamente elegante de Olken acerca 

de intervenciones anticorrupción en obras públicas en aldeas de Indonesia (2007). Con 
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frecuencia, los profesionales en la materia interpretan que este estudio refuerza el 

argumento más general de que las auditorías centrales de arriba hacia abajo funcionan, 

mientras que la supervisión por parte de la comunidad tiene escaso impacto sobre la 

corrupción.17 En este caso, el que las intervenciones “funcionaron” significó una reducción 

estimada de un tercio de las desviaciones de fondos (8 puntos porcentuales en 

comparación con  24 %). Sin embargo, el mecanismo causal que está detrás de las 

auditorías rara vez involucra sanciones oficiales. Más que nada, fue la amenaza de 

respuestas comunitarias a la prometida difusión local de resultados lo que ldio la fuerza 

necesaria a las auditorías para reducir la corrupción.18 Además, todas las comunidades que 

participaron en el experimento ya estaban movilizadas debido a su participación en el 

programa KDP, un programa participativo de desarrollo rural a nivel nacional.19 Como 

afirmó un arquitecto del programa, a pesar que el estudio en sí destacaba claramente la 

difusión directa en la comunidad de los hallazgos de la auditoría, “por alguna razón los 

evaluadores en general no quisieron oír esa parte”.20 Este estudio posteriormente fue muy 

influyente, y llevó al Gobierno indonesio a aumentar la realización de las auditorías 

centrales a más del 80% de los proyectos de desarrollo local en 70 000 aldeas. No obstante, 

la información  oficial de monitoreo no indica si también se aumentó la difusión a nivel 

comunitario de los resultados de las auditorías de aquellos proyectos locales.21 A pesar de 

la interpretación dispar, este estudio muestra que los enfoques de arriba hacia abajo y de 

abajo hacia arriba fueron más complementarios que antagónicos. 

 

En segundo lugar, consideremos el influyente experimento sobre el terreno de Banerjee y 

colaboradores acerca de los comités de educación de las aldeas en Uttar Pradesh (2010). 

Los investigadores trabajaron con una importante organización de la sociedad civil (OSC) 

dedicada a temas de educación para probar métodos de divulgación de información sobre 

los resultados escolares dirigidos a padres de familia y a los comités de educación, en un 

intento por activarlos con miras a mejorar el rendimiento escolar. La OSC convocó 

reuniones de padres pero no condujeron a acciones para elevar el rendimiento. Las 

conclusiones indican que el hecho de proporcionar información sobre el estado de la 

educación y las instancias de participación no es suficiente por sí solo para alentar la 

participación de los beneficiarios en las escuelas públicas (2010: 5). El estudio también 

documentó la debilidad de los canales oficiales de participación y supervisión comunitarias. 

En ese estado, los comités de educación de las aldeas están compuestos por el director de 

la escuela, el jefe del Gobierno local (que es electo) y tres padres elegidos por funcionarios 

locales. Por lo tanto, por definición, no son órganos de supervisión independientes.22 

Además, en el estudio se observó que la cuarta parte de los padres miembros del comité 

negaban específicamente ser parte del mismo, que la gran mayoría de los miembros sabía 

poco sobre los comités de educación de las aldeas y que el 92 % de los pobladores 

desconocía la existencia de estos comités.23 De todas maneras, en el estudio se reconocía 
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que los ciudadanos difícilmente participan en acciones colectivas a menos que exista una 

línea de acción concreta (2010: 4). En este caso, esa línea de acción consistió en capacitar a 

los padres para que actuaran como alfabetizadores fuera de las escuelas públicas. De las 

intervenciones del estudio, esta fue más la más profunda,  la cual ofrecía una opción viable 

a un grupo minoritario de familias, lo que demuestra que la principal restricción no era la 

falta de interés de los padres en la educación de sus hijos.24 Sin embargo, ninguna de las 

intervenciones aumentó la participación de los padres en el sistema público de enseñanza 

(2010: 21). Esto sugiere que ni los canales de participación parental existentes en las 

escuelas, ni los intentos de intervención para activarlos lograron crear condiciones 

propicias para la supervisión comunitaria independiente de las escuelas públicas. En 

realidad, el tipo de información sobre la que se hizo hincapié en la intervención, y el 

contenido de las discusiones de facilitación, giraron en torno a los resultados del 

aprendizaje más que en torno al desempeño de los maestros o las escuelas. A pesar de la 

falta de acción colectiva de los padres para exigir rendición de cuentas a las escuelas, el 

título del estudio, “Pitfalls of Participatory Programs” [“Trampas de los programas 

participativos”], implica que el proceso oficial de supervisión de las escuelas era 

participativo. 

 

En tercer lugar, en el meta-análisis magistral de Mansuri y Rao de casi 500 estudios se 

examina tanto el desarrollo impulsado por la comunidad como la descentralización local 

con el fin de abordar “el impacto de las iniciativas en gran escala, impulsadas por los 

gobiernos, para inducir la participación” (2013: 2). En el Banco Mundial, muchos 

concluyeron que el estudio indicaba que el desarrollo local participativo a menudo no 

funciona, que suele ser capturado por las élites o tiene efectos moderados y con sesgo 

social. Sin embargo, el estudio se centró explícitamente en proyectos de desarrollo local 

de arriba hacia abajo, y no abordó la participación orgánica de abajo hacia arriba. Además, 

numerosos programas oficiales de desarrollo en gran escala, que ostensiblemente 

intentan inducir la participación o que financian a gobiernos locales, no incluyen medidas 

sustantivas que promuevan la rendición de cuentas, ni desde abajo ni desde arriba.25 La 

capacidad local para responder a posibles aperturas desde arriba puede ser limitada (por lo 

que llaman “ausencia de sociedad civil” – “civil society failure”). Por lo tanto, no debería 

sorprender a los analistas sobre participación que esas intervenciones fuesen vulnerables a 

ser capturadas por las élites. Los autores llegaron a la conclusión de que los esfuerzos 

participativos que son sensibles al contexto y que se combinan con el uso de la autoridad 

central para mejorar la capacidad de respuesta del Estado, y en consecuencia la rendición 

de cuentas, son en realidad sumamente promisorios. Las conclusiones del estudio 

estuvieron, por consiguiente, muy en consonancia con un énfasis en la auditoría social. 
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Este ejercicio de relectura de tres evaluaciones de impacto emblemáticas sirve para  

replantear nuestros enfoques acerca de los diferentes tipos de esfuerzos existentes en 

materia de auditoría social. Muchas de las intervenciones de auditoría social que han 

producido magros resultados se basan en supuestos que resultaron ser débiles, como “la 

información es poder”, “la descentralización acerca el Gobierno al pueblo”, “la 

participación comunitaria es democrática” y “la voz de la comunidad puede (por sí sola) 

influir en los proveedores de servicios públicos”. La evidencia obtenida en el terreno indica 

que es necesario especificar mejor esas premisas:  

 

Primero, ¿qué tipo de información puede empoderar a los pobres?  

 

 La información tiene que ser percibida como información conducente a la acción 

[actionable].26 Para que los ciudadanos puedan actuar a partir de dicha información, 

debe haber un entorno propicio que disminuya el miedo a las represalias.27 Los 

incentivos para las acciones inducidas a partir de la información aumentan con la 

probabilidad de que el Estado responda realmente a la voz de los ciudadanos.  

 

Segundo, ¿qué tipo de descentralización puede acercar el Gobierno al pueblo?  

 

 Probablemente solo aquellos Gobiernos locales que son empujados a ser más 

democráticos se vuelven más responsables cuando sienten el impulso del aumento 

de la financiación y de la autoridad que acompañan a la descentralización.28  

 

Tercero, ¿qué tipo de participación comunitaria tiende a representar a las personas 

socialmente excluidas?  

 

 Se requiere contar con entornos propicios que alienten activamente la voz y la 

representación de quienes normalmente quedarían excluidos por razones de 

género, etnia o clase.  

 

Cuatro, ¿qué tipo de supervisión comunitaria puede abordar la ineficiencia del Estado?29  

 

 Es probable que las voces locales que desafían a las autoridades que no rinden 

cuentas sean en sí ignoradas o aplastadas. ¿En qué condiciones pueden estas voces 

modificar la correlación de fuerzas? La acción ciudadana que tenga el respaldo de 

aliados gubernamentales dispuestos y capaces de  involucrarse, o que haya forjado 

vínculos con otras acciones homólogas para ganar poder de negociación tiene 

muchas más posibilidades de luchar contra la impunidad.  
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En síntesis, las intervenciones centradas en el lado de la demanda, exclusivamente locales, 

y en torno a la difusión de información, a las que se puede llamar “enfoques tácticos”, 

tienden a basarse en supuestos poco realistas. En cambio, los enfoques de auditoría social, 

y que se podrían llamar estratégicos, combinan el acceso a la información con un entorno 

propicio para una acción colectiva que se puede ampliar y coordinar con reformas 

gubernamentales que alienten una receptividad real del sector público hacia la voz de los 

ciudadanos.  

 

La importancia de esta distinción entre enfoques tácticos y enfoques estratégicos en 

materia de auditoría social aparece con más claridad cuando se observa el cúmulo de 

evidencia que muestra impactos positivos tangibles en lo que a desarrollo se refiere. En el 

cuadro 1 se resumen los resultados en diversos  países y sectores. En cuanto a  áreas de 

interés, estas pruebas de impacto tangible en términos de desarrollo se agrupan en las 

áreas de educación, presupuesto participativo y gestión del agua, en países con Gobiernos 

electos receptivos (al menos nominalmente).30 Esta mirada a vuelo de pájaro no pretende 

ser completa y se limita a estudios cuantitativos, con énfasis en experimentos realizados 

sobre el terreno. A pesar que por razones de espacio no es posible realizar un análisis 

detallado de este corpus de evidencia, sí se pueden observar patrones de interacción más 

amplios entre la voz de los ciudadanos y la respuesta del Estado.  
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Cuadro 1: Datos sobre auditoría social: Impactos positivos en términos de desarrollo (de 

una  gran cantidad de estudios cuantitativos solamente) 

 

Sector País Instrumento Impacto Principales fuentes 

Educación *  Uganda Difusión de 
información sobre 
el gasto 

Menos desviaciones 
de fondos 

Reinikka y Svensson (2004, 
2011) 

Educación + Uganda Monitoreo 
participativo 

Resultados en la 
educación 

Barr y otros (2012) 

Educación + Kenya Contratación de 
maestros por la 
comunidad  

Esfuerzo de los 
maestros y 
resultados en la 
educación 

Duflo y otros (2012) 

Educación + India Difusión de 
información sobre 
el gasto y papel de 
los padres  

Esfuerzo de los 
maestros y 
resultados en la 
educación 

Pandey y otros (2011) 

Educación + Indonesia Gestión conjunta 
de las escuelas  

Resultados en la 
educación 

Pardhan y otros (2011) 

Gobierno local * Brasil Presupuesto 
participativo 

Menor mortalidad 
infantil  

Gonçalves (2013) Touchton y 
Wampler (2014) 

Gobierno local * México Presupuesto 
participativo 

Aumento de la 
cobertura de los 
servicios  

Díaz-Cayeros y otros (2013) 

Gobierno local * India Presupuesto 
participativo 

Mejor focalización Besley, Rao, Pandey (2005), 
Heller, Harilal y Chauduri (2007) 

Salud + Uganda Monitoreo 
participativo 

Mejores resultados 
en salud  

Björkman y Svensson, (2009), 
Björkman, de Walque, Svensson 
(2013) 

Elecciones 
locales + * 

Brasil Difusión de 
información sobre 
las auditorías  

Rendición de cuentas 
electoral  

Ferraz y Finan (2008) 

Obras públicas * India Auditorías sociales  Menos robos de 
salarios  

Shankar (2010) 

Obras públicas * Indonesia Difusión local de 
las auditorías  

Menos desviaciones 
de fondos para 
caminos  

Olken (2007) 

Agua *  Internacio-
nal 

Co-gobernanza Impacto económico, 
social y sobre la 
sostenibilidad  

Narayan (1995) 

Agua * India, Sri 
Lanka 

Co-gobernanza Impacto económico, 
social y sobre la 
sostenibilidad 

Krishna y Uphoff (2002), Uphoff 
y Wijayaratna (2000), Isham y 
Kähkönen (2002) 

Subsidios 
alimentarios 
focalizados + * 

India Acceso a la 
información  

Acceso a los cupones 
para alimentos sin 
pagar sobornos  

Peisakhin y Pinto (2010) 

 
* Política o programa en gran escala  

+ Experimento sobre el terreno  
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Un análisis de los estudios  que presentan evidencias de impacto 

en materia de auditoría social  

 

El  cuadro 1 sirve para  ilustrar varios casos en que se puede apreciar hasta qué punto y 

cómo los procesos de auditoría social pueden generar impactos tangibles en términos de 

desarrollo, describiendo sus respectivas cadenas causales.31 Obsérvese cómo varía el grado 

en que cada caso es “totalmente” estratégico, y en conjunto los casos ciertamente no 

constituyen una “prueba” de que determinadas generalizaciones serían válidas más allá de 

sus respectivos contextos. Sin embargo, por su  amplitud y profundidad, esta evidencia 

avala la hipótesis de que los enfoques estratégicos son más prometedores que los tácticos 

para lograr impactos tangibles en términos de desarrollo. 

 

1) Una campaña informativa sobre el gasto en educación en Uganda: Quizás el estudio 

más influyente que demuestra impactos positivos tangibles de las intervenciones en 

materia de información para la rendición de cuentas es el análisis de Reinnika y Svensson 

sobre difusión pública de información vinculada al financiamiento de las escuelas en 

Uganda (2004). Los estudios de seguimiento del gasto público habían constatado la 

existencia de altas tasas de desviación de fondos, que minaban los esfuerzos para 

aumentar la inversión en educación. Mediante una campaña de información se intentó 

entonces concientizar a los padres sobre los financiamientos (en bloque) para las escuelas. 

El análisis estadístico demostró una clara correlación entre la distancia que había entre la 

escuela y el punto de distribución de periódicos, y la porción de los financiamientos en 

bloque que recibía la escuela, lo cual permitiría reducir drásticamente la proporción de 

fondos desviados. Esta experiencia tuvo gran influencia en la formulación de la “vía corta” 

para una mayor rendición de cuentas en la prestación de servicios que se planteó en el 

Informe sobre el Desarrollo Mundial 2004. Sin embargo, no se describieron dos elementos 

clave de la cadena causal. Primero, el estudio dio por sentado el papel de la participación 

en vez de documentarlo y explicarlo.32 Segundo, en análisis posteriores se agregó la 

dimensión de “la oferta”, más contextual, ya, que el Gobierno estaba dándole prioridad 

simultáneamente a aumentar fuertemente  la matrícula escolar y el gasto en educación, lo 

que también generó la atención de los padres (Hubbard, 2007: 3).  

 

2) El presupuesto municipal participativo en Brasil: Un segundo ejemplo de la vía causal a 

través de cual la auditoría social puede promover impactos tangibles en materia de 

desarrollo se basa en una práctica institucional en gran escala realizada a lo largo de dos 

décadas (en vez de un experimento sobre el terreno). Hace más de 20 años, numerosas 

municipalidades brasileñas han estado aplicando el presupuesto participativo por períodos 

bastante amplios  (169 de 5561 hasta 2000, con 27 % de la población) 33. Dos estudios 

independientes con alcance de nivel nacional compararon los indicadores sociales de 
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municipalidades brasileñas que implementaban  este proceso complejo de participación 

directa de los ciudadanos en la toma de decisiones sobre la asignación de recursos 

municipales, y los de municipalidades que carecian de dicho proceso (Gonçalves 2013; 

Touchton y Wampler 2014) 34. Las municipalidades con presupuesto participativo habían 

asignado una mayor proporción de fondos al saneamiento y los servicios de salud, 

reduciendo las tasas de mortalidad infantil (y manteniendo constante los presupuestos per 

cápita). Si bien los procesos de presupuesto participativo son muy diferentes en la 

práctica, en términos generales sus impactos positivos son claros. En los estudios se 

observa que el presupuesto participativo impulsa a las autoridades a prestar servicios que 

satisfacen las necesidades de ciudadanos que de otra forma estarían insuficientemente 

representados, y que el proceso deliberativo también hace que los ciudadanos quieran 

verificar frecuentemente el cumplimiento de las acciones gubernamentales prometidas. 

Estas investigaciones también destacan el horizonte a largo plazo y los procesos iterativos 

para la consecución de resultados tangibles en términos de desarrollo.  

 

3) El monitoreo comunitario de clínicas de salud en Uganda junto con un pacto local de 

carácter deliberativo: En un experimento sobre el terreno de Björkman y Svensson en 

Uganda, se trabajó con OSC locales para promover un pacto entre las comunidades y los 

trabajadores de la salud en numerosas aldeas. Después de una extensa fase experimental, 

los autores probaron un proceso de monitoreo comunitario diseñado para alentar la voz 

de los ciudadanos, evitar que fuera cooptado por las élites y facilitar el diálogo periódico 

con los trabajadores de la salud (“reuniones de intercambio,” también llamadas de 

“interfaz”). El impacto fue extraordinario, entre otras razones, por la disminución de la 

mortalidad infantil en las comunidades participantes (33 %), el mayor uso de servicios 

médicos ambulatorios (20 %) y la mejora general de las prácticas de atención (tasas de 

vacunación, tiempo de espera, ausentismo). Esto fue posible gracias a la voz, que se 

expresó en discusiones comunitarias inclusivas y en evaluaciones de los servicios 

prestados, reforzada por interlocutores que facilitaron la negociación directa de las 

acciones esperadas con los proveedores de los servicios, sobre la base de hacer público el 

contraste entre las percepciones de los trabajadores de la salud y las de la comunidad 

respecto al desempeño.35 Las recompensas y sanciones sociales desempeñaron un papel 

clave como incentivos. Años después, los autores dieron seguimiento a este primer 

estudio, comparando  esfuerzos para alentar el control por parte de los beneficiarios con y 

sin acceso a información sobre el comportamiento del personal. Encontraron que esa 

información había sido verdaderamente crucial para hacer posible la acción de los 

interesados en favor de la mejora del servicio (Björkman, De Walque y Svensson, 2014). 

Aunque la bibliografía internacional no dice si estos experimentos influyeron en la política 

de salud de Uganda, sí inspiraron iniciativas similares en Sierra Leona (Hall, Menzies y 

Woolcock, 2014). Este caso indica que no todos los “informes de calificación ciudadana” 
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[citizen report cards] son iguales. Por ejemplo, a diferencia de la intervención en educación 

de Banerjee y otros (2010) analizada más arriba, este experimento se centró 

principalmente en el desempeño de los proveedores de servicios y en “contratos 

comunitarios” explícitos y negociados que especificaban cómo se debían mejorar los 

servicios, así como en la elección de representantes comunitarios para el posterior proceso 

de supervisión. De hecho,  “más de un tercio de los comités de supervisión [anteriormente 

ineficaces] fueron disueltos y después de la intervención se eligieron nuevos miembros” 

(2009:747). 

 

4) La Ley del Derecho a la Información de la India, aplicada a los programas sociales: A 

pesar del optimismo generalizado en relación con las leyes de acceso a la información 

pública, pocos estudios han documentado el modo en que estas pueden reforzar el acceso 

a los servicios públicos. Peisakhin y Pinto (2010) estudiaron la Ley del Derecho a la 

Información de la India con un experimento de campo que comparó distintas estrategias 

para presentar solicitudes de credenciales para alimentos por parte de ciudadanos de 

bajos ingresos. Aunque los burócratas ignoraban a la mayoría de los solicitantes, quienes 

además presentaron solicitudes de información pública sobre el estado del trámite de su 

credencial y sobre los plazos de procesamiento a nivel distrital fueron consistentemente 

exitosos. Solo mediante el soborno se podrían obtener resultados similares. Sin embargo, 

para comprender el mecanismo causal hubiera sido necesario un método diferente. 

Mediante la etnografía institucional, los investigadores podrían haberse adentrado en la 

caja negra de los organismos gubernamentales para analizar los determinantes en el 

comportamiento de los empleados del sector público.36 En este caso, el estudio plantea la 

hipótesis de que los funcionarios de nivel medio temen que el incumplimiento de la ley de 

acceso a la información pueda obstaculizar su carrera profesional.37 La Ley de Derecho a la 

Información de la India también es inusual en que los funcionarios que la incumplen 

podrían ser objeto de multas nominales.  

 

5) Procesos de desarrollo impulsados por comunidades y obras públicas para aldeas en 

Indonesia. Llamado primero KDP y luego PNPM, este programa de desarrollo rural 

comunitario de alcance nacional siguió una estrategia que creó condiciones propicias para 

el presupuesto participativo y el monitoreo comunitario, principalmente en materia de 

obras públicas locales y, más adelante, salud y educación. El programa consiguió aumentar 

el acceso a los servicios de atención a la salud y su uso por parte de hogares pobres, y 

redujo la pobreza en todos los subdistritos en los que se implementó, en particular en 

comunidades más aisladas y empobrecidas, aunque, por otra parte, los miembros de 

grupos marginados no se beneficiaron tanto como otros sectores (PNPM, 2012). El 

programa tuvo niveles relativamente bajos de corrupción, sobre todo en comparación con 

otros programas gubernamentales, lo cual se debió a la transparencia local, la 
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participación informada, los promotores locales, las auditorías centrales y monitoreo y  

evaluación exhaustivas (Guggenheim, 2006; Friedman, 2013). Los niveles de participación 

comunitaria fueron elevados, incluyendo a las mujeres, aunque los efectos indirectos para 

mejorar el acceso a la información y la gobernanza en relación con otros programas fueron 

escasos (PNPM, 2012). 

 

6) Las audiencias públicas de auditoría social en la India. La incorporación de audiencias 

públicas con la comunidad en la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural en la India es 

uno de los ejemplos más significativos de una iniciativa de auditoría social que influyó en 

las políticas públicas nacionales. Debido al sistema federal que existe en la India, los 

estados tienen un alto grado de autonomía en la interpretación y aplicación de esta ley. 

Por ejemplo, en el estado de Rajasthan, cuna de la auditoría social de base, impulsada 

desde las comunidades, los esfuerzos del Gobierno estatal para aplicar la ley eran 

bloqueados por la resistencia de los políticos locales (Pande, 2014). Andhra Pradesh, en 

contraste, se convirtió en el único estado cuyo Gobierno se comprometió a 

institucionalizar la estrategia de auditoría social, eludiendo a los políticos locales por medio 

de una burocracia relativamente disciplinada que creó las condiciones locales necesarias 

para realizar audiencias públicas generalizadas, y repetidas, de supervisión del programa 

de empleo rural (Aiyar y Mehta, 2015;  Maoirano, 2014). Este proceso condujo a una mejora 

del desempeño del programa de empleo rural con respecto a los estados en los que el 

proceso de auditoría social fue desvirtuado o no se realizó (Shankar, 2010). 
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En resumen, este ejercicio de reinterpretación de la evidencia empírica vinculado tanto al 

alto como al bajo impacto de la auditoría social indica que la amplia gama de intentos de 

cambio que se realizan al amparo de la auditoría social no siguen en absoluto una misma 

teoría del cambio. Este replanteamiento sugiere, más bien, reformular las premisas básicas 

de la auditoría social en dos categorías muy distintas: enfoques tácticos y enfoques 

estratégicos (véase el cuadro 2). Estos dos términos requieren definiciones explícitas. En el 

nivel más general, las estrategias vinculan las acciones coordinadas con  las metas, 

proporcionando una visión amplia del proceso general, mientras que las tácticas aluden a 

acciones específicas. En este contexto, el enfoque estratégico se define como un enfoque 

con una teoría del cambio que toma en cuenta la relación entre las acciones en favor del 

cambio y las eventuales metas mediante la identificación de los múltiples eslabones de la 

cadena causal. Un enfoque táctico se limita a un eslabón específico de la cadena causal.38 

 

Aquí el argumento es que un enfoque táctico de auditoría social, que enfatiza la difusión 

local de información sobre los resultados de la prestación de servicios y la asignación de 

recursos a interesados insuficientemente representados (intervención que es 

exclusivamente del “lado de la demanda”) se basa en dos premisas poco realistas. La 

primera es que la gente a la que se ha denegado la voz y que carece de poder percibirá que 

Cuadro 2: Enfoques tácticos y enfoques estratégicos de la auditoría 
social  

 
 Los enfoques tácticos de la auditoría social incluyen 

 Intervenciones limitadas 

 Solo la voz de la sociedad 

 La presunción de que la provisión de información por sí sola inspirará la 
acción colectiva con poder suficiente para influir en el desempeño del 
sector público 

 Solo el ámbito local 
 

 Los enfoques estratégicos de la auditoría social incluyen 

 Numerosas tácticas coordinadas 

 Entornos propicios para la acción colectiva, a fin de reducir la percepción 
de riesgo 

 La voz de los ciudadanos coordinada con reformas gubernamentales que 
refuercen la receptividad del sector público 

 Mayor escala (vertical) y transversal (horizontal)  

 Procesos iterativos, discutidos y, por lo tanto, desiguales 
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la participación necesariamente implica más beneficios que costos (si es que se admite la 

existencia de costo- alguno). La segunda es que aun cuando sean voces locales las que 

reclamen rendición de cuentas, su acción colectiva tendrá suficiente peso para influir en el 

desempeño del sector público, sin contar con aliados externos con capacidad real o 

percibida de ejercer presión.  

 

En cambio, los enfoques estratégicos de auditoría social se centran en la difusión de 

información que los usuarios perciben claramente como conducente a la acción, coordinada 

con medidas que promueven activamente la acción colectiva, influyen sobre los incentivos 

de los prestadores de servicios y permiten compartir el poder en materia de asignación de 

recursos.39 Este postulado también sugiere que las estrategias de auditoría social más 

prometedoras son las que logran amplificar la voz ciudadana y la acción colectiva más allá 

de la arena local, al tiempo que refuerzan la capacidad del Estado para responder a esas 

voces.  

 

La distinción entre el enfoque táctico y estrategico tiene importantes implicaciones a la 

hora de evaluar la evidencia empírica. Las intervenciones localizadas, lease tácticas, que 

solo procuran acrecentar la voz ciudadana, constituyen versiones extremadamente débiles 

de auditoría social. En términos de grupos de tratamiento y de control, esto se podría 

considerar como una “dosis insuficiente”.40 Para volver a la analogía anterior, si con una 

dosis pequeña o un número insuficiente de dosis de una vacuna no se logra prevenir una 

enfermedad, esto no descarta la posibilidad de que una dosis mayor o un número mayor 

de dosis sean más eficaces. Se requiere una masa crítica, y esto puede exigir  largos plazos 

para poder comprobar resultados claros (como en el caso de las distintas experiencias con 

el presupuesto participativo en Brasil). El camino para generar un impacto  también puede 

ser bastante discontinuo, y quizá siga una curva en forma de  J (Woolcock, 2013). Además, 

los enfoques basados únicamente en la información tienden a centrarse en los síntomas y 

no en las causas subyacentes de las fallas del Estado (por ejemplo, el ausentismo de 

maestros o enfermeras). En la medida en que las perspectivas de las estrategias de 

auditoría social para transformar la interfaz entre el Estado y la sociedad dependan del 

fortalecimiento de la capacidad del Estado para responder a la voz de los ciudadanos, esa 

voz debe encontrar sinergias con otras estrategias de reforma del sector publico, tales 

como reforzar la autonomía y la capacidad de los organismos de control y, de manera más 

general, el ejercicio del Estado de derecho.41 

 

La distinción entre enfoques tácticos y enfoques estratégicos de la auditoría social nos 

permite retornar a la idea de “demostración de viabilidad” y evaluar en qué estadio se 

encuentra la auditoría social en términos de su desarrollo como enfoque práctico para el 

cambio institucional (véase el gráfico 1). La evidencia de que la auditoría social puede 
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contribuir, que proviene de una amplia gama de contextos y áreas temáticas indicadas en 

el cuadro 1, sugiere un alto nivel de progreso hacia la demostración de viabilidad. La amplia 

experimentación y verificación en el terreno de iniciativas de auditoría social también 

contribuye de manera importante al conocimiento de las fortalezas y limitaciones de los 

instrumentos específicos (por ejemplo, los informes  de calificacion comunitaria). No 

obstante, la evidencia disponible indica que se ha avanzado bastante menos en entender  

cómo funcionan las estrategias de auditoría social, con dinámicas propias a cada 

contexto.42 La investigación apenas ha abordado cómo incide  la creación de entornos 

propicios para la acción colectiva y el papel central que desempeña el miedo  en muchas 

situaciones. Mientras tanto, los sistemas de atención a reclamos ciudadanos [grievance 

redress mechanisms] con “dientes”sigue siendo extremadamente escasos (Gauri, 2013). 

Asimismo, no se ha prestado atención a posibles contribuciones de monitoreo por la 

sociedad civil que opere de manera verticalmente integrada, o sea, la proyección de 

acciones locales hacia ámbitos más amplios (regional, nacional, internacional etc.). Lo 

mismo ocurre con la articulación entre el “lado de la demanda” y la “oferta” en materia de 

rendición de cuentas. A manera de balance, aunque la evidencia en que se sostiene la 

viabilidad del concepto de auditoría social ha progresado significativamente en las últimas 

dos décadas, sigue habiendo lagunas importantes, en parte porque mucho de lo que se ha 

documentado en profundidad incluye “dosis insuficientes”. Quizá se podría decir que el 

enfoque de auditoría social está llegando a la fase inicial de una etapa de desarrollo 

intermedio, como se ilustra en el gráfico 1. 

 

Gráfico 1: ¿ Ha alcanzado el enfoque de auditoría social la fase inicial de una etapa de 

desarrollo intermedio”? 
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Si resulta plausible afirmar que la auditoría social está llegando a la fase inicial de una etapa 

de desarrollo intermedio, entonces la distinción entre enfoques tácticos y estratégicos no 

es el único marco conceptual alternativo que puede contribuir a echar luz sobre las 

oportunidades que existen para reforzar su impacto, así como los obstáculos respectivos. 

Hasta ahora, la corriente de pensamiento más aceptada en materia de desarrollo respecto 

de cómo subsanar las deficiencias en materia de rendición de cuentas ha adoptado un 

enfoque deductivo y ha importado conceptos como la teoría del principal-agente, que no 

fueron formulados para abordar la existencia de principales múltiples [multiple principals], 

frenos y contrapesos, así como la rendicion de cuentas mutua que caracteriza a la auditoría 

social.43 Un enfoque inductivo al desarrollo de conceptos podría ser más apropiado para 

orientar futuras investigaciones que indaguen en la dinámica causal que impulsa y subyace 

a los distintos impactos que puede generar la auditoría social. Con el fin de contextualizar 

la distinción entre enfoques tácticos y enfoques estratégicos, a continuación se presenta 

una serie de propuestas analíticas y conceptuales adicionales para el debate, desarrolladas 

inicialmente en forma inductiva, basadas en esfuerzos de auditoría social de dos tipos: de 

“arriba para abajo” y de “abajo para arriba”, generados en México durante más de dos 

décadas (Fox, 2007b).  

 

Las campañas son más estratégicas que las intervenciones  

 

El concepto de “intervención” se utiliza ampliamente para describir a las iniciativas de 

auditoría social que van de “arriba para abajo”, de acuerdo con la idea de que para ser 

considerada rigurosa, una evaluación tiene que emplear la técnica de experimentos 

aleatorios controlados. Las intervenciones de auditoría social que se estudian mediante 

evaluaciones de impacto tienden a ser acciones limitadas en el espacio y en el tiempo, y de 

carácter puntual. Rara vez se combinan con otras iniciativas que involucran a muchos 

actores, principalmente porque desde el punto de vista del análisis estadístico, si la 

intervención X se combina con las acciones A, B y C, no es posible aislar adecuadamente su 

impacto.44 El término ‘intervención’ también está estrechamente asociado con una 

dimensión externa, que se puede contrastar con el enfoque de la asociación colaborativa 

[partnership], más embebido del contexto en que ésta tiene lugar. Además, las 

intervenciones se asocian estrechamente con enfoques tácticos más que estratégicos, 

cuyo “aprender-haciendo” y múltiples fases no se prestan para las distinciones entre 

grupos de tratamiento y de control. Como alternativa, la herramienta analítica de la cadena 

causal es particularmente importante aquí, porque permite desagregar la dinámica del 
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cambio que involucra numerosos actores y etapas (véase Joshi, 2013b). Este enfoque es 

similar al que los politólogos denominan “seguimiento de procesos” [process tracing]. Es 

más compatible con el análisis de las campañas, un término muy poco utilizado en el 

campo de la auditoría social. La idea de campaña conlleva un intento por generar el 

cambio, habitualmente mediante una combinación de coaliciones y competencia. Si se 

analizan los diferentes usos del término, una campaña militar implica competir por el 

poder mediante el uso de la fuerza; una campaña electoral consiste en competir por el 

voto con ideas y la organización popular, y una campaña mediática consiste en modificar 

las opiniones y prácticas del público mediante mensajes e imágenes impactantes. En 

resumen,  las intervenciones a nivel de los proyectos intentan generar un cambio limitado, 

mientras que las campañas buscan un cambio más amplio en términos estratégicos.  

 

La transparencia focalizada ayuda a identificar la manera en que la 

información puede contribuir a la redistribución del poder  

 

El enfoque táctico de las intervenciones en materia de auditoría social tiende a suponer 

que actores externos pueden predecir qué clase de datos serán más relevantes para 

activar a los interesados que se han mantenido  pasivos. Sería mucho más útil recurrir al 

concepto de “transparencia focalizada”, que se centra específicamente en la información 

accesible que los interesados perciben como más útil y conducente a la acción, y que 

podría integrarse a su vida diaria (Fung, Graham y Weil, 2007). Desde este punto de vista, la 

divulgación de información orienta la acción al modificar las percepciones de los actores, 

mediadas por un análisis de economía política de los diferentes intereses involucrados. En 

otras palabras, si la información no está vinculada a vías creíbles que conduzcan al cambio, 

es poco realista suponer que por sí sola vencerá los obstáculos, ya conocidos, que impiden 

la acción colectiva. Este énfasis en la información conducente a la acción, centrado en el 

usuario, contrasta enormemente con el optimismo generalizado basado en aumentar la 

cantidad de datos accesibles al público para promover el buen gobierno.  

 

La voz ciudadana necesita representación además de agregación 

 

La bibliografía sobre auditoría social tiende a referirse a la voz ciudadana sin definirla. En la 

práctica, ésta puede adoptar modalidades muy diferentes, que van de débil a fuerte, de 

pequeña a gran escala, de socialmente sesgada a más inclusiva. Algunos funcionarios 

pueden pensar que las encuestas locales para conocer el grado de satisfacción del 

beneficiario, esto es, la agregación de numerosas respuestas individuales a preguntas 

determinadas desde arriba, califican como voz ciudadana.45 En cambio, los grupos de 

defensa del interés público tenderán a concebir a la voz en términos más colectivos y 

amplios. La amplia experimentación con las redes sociales ha facilitado la amplificación de 

la voz ciudadana en contextos a menudo inhóspitos. Aún cuando la voz habilitada por las 
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tecnologías de información y comunicacion ciertamente puede desempeñar un papel en 

influir en las agendas públicas, las voces que emergen de la multitud [crowd-sourced] 

poseen una capacidad limitada para negociar con la autoridad acerca de qué hacer con 

respecto de esas nuevas agendas. Suponiendo que el espacio político creado por la voz 

ciudadana logre que los excluidos consigan tener un lugar en la mesa, ¿quién decide quién 

se sentará a esa a mesa a negociar en beneficio de aquellos que están intentando hacer oír 

su voz? ¿Cómo se logra la transición de la voz amplificada por agregación hacia la 

representación?46 Este proceso involucra no solo una gran cantidad de personas que 

hablan al mismo tiempo, sino la consolidación de organizaciones que de verdad puedan 

ampliar a escala la deliberación y también la representación, especialmente organizaciones 

de base amplias con democracia interna.47 

 

Esto plantea la cuestión de cómo abordar el reto de la “falta de sociedad civil” [civil society 

failure] (contextos sociales  con capacidad limitada de acción colectiva autónoma en favor 

de la rendición de cuentas) (Mansuri y Rao, 2013). Cuando la tradición de auto-organización 

a escala es débil, cuando la libertad de asociación es limitada, o cuando las diferencias 

culturales y lingüísticas complican la proyección de la voz de la sociedad, el papel de los 

interlocutores se vuelve crucial (Fowler, 2014; Tembo, 2013). Los interlocutores son 

facilitadores de la comunicación bidireccional, y con frecuencia su función es vital para 

acortar las distancias culturales y de poder. A diferencia de los enfoques tácticos que 

suponen que la información por sí sola motivará a que población subordinada  actúe, las 

estrategias que hacen hincapié en los interlocutores reconocen que para que los sin voz 

puedan expresarse con eficacia hace falta  apoyo. Asimismo, se debe recurrir a la 

traducción transcultural y hay que tender puentes entre culturas. La propuesta aquí es que 

en un contexto de auditoría social, es más útil entender la voz ciudadana como algo que 

involucra tanto la agregación como la representación de los puntos de vista de ciudadanos 

que de otro modo quedarían excluidos.  

 

Reconocer que el “factor miedo” puede constreñir la voz ciudadana  

 

Las intervenciones tácticas basadas en la información a menudo descansan en la 

presunción implícita de que la participación tiene más beneficios que costos (si es que se 

admite la existencia de costos), y que las personas cuya participación se busca alentar 

también perciben que los beneficios son mayores que los costos. Estas suposiciones 

ignoran el temor, bien fundado, a las represalias. Por su parte, los aliados externos pueden 

reducir el riesgo que implica desafiar a la impunidad desde abajo, y fortalecer la  capacidad 

para ayudar a  identificar vías prácticas a través de las cuales la acción colectiva podría 

tener la suficiente fuerza como para conseguir una respuesta de quienes detentan el 

poder. Este es el sentido sustancial del término “entorno propicio” [enabling environment], 

que suena un tanto tecnocrático.  
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Cuando ciudadanos subrepresentados temen represalias si critican abiertamente a los 

funcionarios gubernamentales  locales, un elemento poco reconocido que es vital para los 

instrumentos de auditoría social es el grado en que permiten la expresión garantizando el 

anonimato.48 Un  ejemplo a gran escala es la tan elogiada Ley de Derecho a la Información 

de la India: las represalias violentas contra los solicitantes de información han sido 

considerables. Recopilaciones todavía incompletas de informes noticiosos registran el 

asesinato de por lo menos 41 solicitantes de información, además de amenazas y lesiones 

contra otros cientos.49 Aun así, en la mayoría de las investigaciones sobre auditoría social 

no se toma en cuenta las represalias, el factor miedo ni la capacidad de defenderse de las 

amenazas.50 La brecha entre la auditoría social y las estrategias de empoderamiento legal 

se vuelve entonces relevante (Maru, 2010). Existen oportunidades importantes para la 

sinergia con este campo paralelo, que se centra en enfoques alternativos de defensa legal, 

como los promotores jurídicos comunitarios, en contextos en que el Estado de derecho es 

débil (Gauri y Brinks, 2008; Goodwin y Maru, 2014; Maru, 2006). De hecho, hasta que no se 

aborde el factor miedo y hasta que los sistemas de atención a reclamos ciudadanos tengan 

más “dientes”, muchas iniciativas de auditoría social no lograrán un enfoque basado en los 

derechos51. 

 

El término “dientes”  se refiere a la capacidad institucional para la rendición 

de cuentas, que incluye tanto incentivos como sanciones. 

 

En el presente análisis, en el contexto de la auditoría social se ha utilizado el término 

“dientes” para referirse a la capacidad del Estado para responder a la voz de los 

ciudadanos. Sin embargo, esta palabra también se asocia con la presión que se ejerce 

desde la base, generada por la protesta. Para los fines de este marco de reflexión, la 

protesta se puede entender como una forma especialmente vigorosa de voz ciudadana. Si 

la idea que encierra al término “dientes” se limita al sector público,  esta se asocia 

intuitivamente con la capacidad del Gobierno para aplicar sanciones (legales o 

administrativas). Si bien la capacidad para sancionar es clave para la rendición de cuentas, 

aquí la propuesta  es que es más útil entender la noción de “dientes” en términos más 

amplios, en referencia a la capacidad para actuar en general. También puede incluir la 

capacidad de las instituciones para dar respuestas positivas, tales como: adoptar  las 

recomendaciones de los ciudadanos que surjan de las deliberaciones en los procesos de 

presupuesto participativo; investigar y verificar las quejas y reclamos; modificar la 

estructura de incentivos en el sector público para desalentar el abuso  o el derroche, y 

adoptar  medidas preventivas para reducir las oportunidades de corrupción o abuso. La 

justificación de este énfasis en la capacidad de respuesta es que, siempre que puede, el 

poder ignora la voz ciudadana. Sin embargo, cuando los Gobiernos sí responden a esta voz, 

crean incentivos para que haya más voces, y viceversa. La razón para incluir incentivos y 
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sanciones en esta definición es que a menudo ambos se deben aplicar juntos para obtener 

el máximo impacto (de ahí la expresión “el garrote y la zanahoria”). La propuesta aquí es 

que, en el contexto de la auditoría social, es más útil entender el término “dientes” como 

la capacidad gubernamental  para responder a la voz ciudadana52. 

 
Distinguir entre las metas de rendición de cuentas en términos de enfoques 

reactivos, en contraste con enfoques preventivos. 

 

Una de las cuestiones fundamentales en el incipiente campo de los estudios sobre la 

rendición de cuentas abarca los dos elementos cruciales de la definición del término, a 

saber, la capacidad para responder [answerability] y las sanciones (Schedler, 1999). ¿Es la 

capacidad de responder suficiente para que “cuente”  como rendición de cuentas, o es 

que el concepto requiere necesariamente  la inclusión de la capacidad de sancionar (Fox, 

2007a)? De cara al futuro, sería útil para los analistas abordar la cuestión de cómo el peso 

relativo conferido a las sanciones puede variar en las diferentes iniciativas  en favor de la 

rendición de cuentas. Las estrategias que priorizan la respuesta a problemas anteriores 

probablemente sean distintas de aquellas que hacen hincapié en la prevención de  abusos 

a futuro.  

 

La formulación clásica de Louis Brandeis de lo que ahora llamaríamos la teoría del cambio 

que vincula la transparencia con la rendición de cuentas en realidad incluye dos premisas 

causales bien distintas. La primera es la más ampliamente citada: “la luz del sol es… el 

mejor desinfectante”. Esto implica que lo que se encuentra a la luz pública, y que está a la 

vista de todos, tiene propiedades curativas. La segunda parte de su frase es menos 

conocida y afirma que “la luz eléctrica [es] el policía más eficiente” (Brandeis, 1913). Esta 

afirmación sugiere efectos preventivos, ya que el hecho de estar a la luz pública, de 

entrada,  disminuye la probabilidad de que se cometa un delito. Es evidente que este 

contraste no implica necesariamente una dicotomía. El énfasis en las consecuencias 

(sanciones, resarcimiento, compensación) no solo es justo, sino que además puede 

cambiar la combinación de incentivos percibidos que influyen en el comportamiento de los 

transgresores. Sin embargo, en muchos contextos políticos, sobre todo en casos de 

situaciones de fragilidad institucional o de post-conflicto, los actores que actúan a favor de 

la rendición de cuentas, y cuyo espacio político y recursos son muy limitados, suelen 

enfrentar difíciles disyuntivas en cuanto al  énfasis relativo a los incentivos o las sanciones. 

Es el clásico desafío que encaran los promotores de la justicia transicional en todo el 

mundo, cuando intentan construir instituciones democráticas después de regímenes 

autoritarios. En las investigaciones publicadas sobre auditoría social rara vez se ha 

abordado explícitamente la dinámica política de las posibles ventajas y desventajas [trade-

offs] de optar por iniciativas prospectivas o retrospectivas en materia de rendición de 

cuentas. No obstante, es probable que quienes luchan por por la rendición de cuentas en la 
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primera línea, que operan en contextos institucionales que combinan un alto riesgo con 

escasos medios de recurso o de restitución, adopten un enfoque bastante estratégico en 

cuanto a invertir su limitado capital político en enfoques prospectivos de índole 

preventiva.53  

 

Recuperar la importancia de  la rendición de cuentas vertical  

 

De acuerdo con el marco conceptual del Informe sobre el Desarrollo Mundial 2004, la vía 

corta y la vía larga hacia la rendición de cuentas están separadas. En la práctica, los 

administradores del sector público y los prestadores de servicios de primera línea muy rara 

vez están al margen de la política electoral.54 De hecho, en muchos contextos la 

politización de la prestación de servicios públicos es ampliamente utilizada como un 

instrumento de control electoral (véanse Fox, 2007b y 2012). Asimismo, en elecciones poco 

democráticas surjen líderes políticos que están más que dispuestos a, y son perfectamente 

capaces de, controlar o restringir a los organismos de control público cuyas acciones son 

vitales para darle “dientes” a las iniciativas de auditoría social. Además, la combinación de 

manipulación partidista del acceso a programas sociales con la politización de los 

organismos de control horizontal puede minar elecciones justas, lo que conduce a los 

círculos viciosos de “la  trampas por la falta de rendición de cuentas”, que se reproducen a 

sí mismos. Este problema indica la necesidad de complementar las investigaciones sobre la 

“transición a la democracia” de las décadas de 1980 y 1990 con nuevos marcos analíticos 

que puedan dar cuenta de los procesos inherentemente desiguales y discutidos de la 

“transición a la rendición de cuentas” en regímenes considerados democráticos al menos 

en sus aspectos formales (Fox, 2007b). 

 

Revisando los hallazgos de las evaluaciones de la auditoría social una década después del 

Informe sobre el Desarrollo Mundial 2004, la “vía corta” hacia la rendición de cuentas 

resultó ser mucho más indirecta de lo que se postulaba inicialmente, de modo que su éxito 

puede depender también de lograr que la vía larga desarrolle una mayor capacidad de 

respuesta.55 En este sentido, la propuesta consiste en  identificar los obstáculos para la 

auditoría social y reconocer la interdependencia de las relaciones entre la rendición de 

cuentas vertical, horizontal y diagonal, ya que el bloqueo en una puede extenderse a las 

otras. En el gráfico 2 se muestra que la “voz” y los “dientes” se deben reforzar 

mutuamente para poder librarse de las trampas por la falta de rendición de cuentas. Las 

dos flechas de este diagrama también sugieren que estas vías de apoyo mutuo pueden 

estar encabezadas más por la “voz” o por los “dientes”. A menos que se rompan los 

vínculos entre políticos y burócratas no sujetos a la rendición de cuentas (lazos que se 

refuerzan entre sí), es probable que unos y otros sean capaces de resistirse a las iniciativas 

en favor de la auditoría social.  
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Gráfico 2: 

 
 

La rendición de cuentas a escala importa  

 

La escala se debe situar en el centro del estudio sobre la construcción de la rendición de 

cuentas. Los enfoques más aceptados en materia de auditoría social que establecen la 

agenda se centran exclusivamente en las deficiencias de la rendición de cuentas a nivel 

local (véase Banco Mundial, 2003; Mansuri y Rao, 2013). Presuponen de manera implícita 

que tanto las causas de “las fallas del Estado” como los espacios para una posible voz 

ciudadana que busque encararla son exclusivamente locales. Las metáforas de la rendición 

de cuentas vertical y horizontal tampoco se refieren a la escala (¿cómo encajan los 

múltiples niveles de Gobierno?). El concepto de “rendición de cuentas a escala” plantea 

dos aspectos relevantes. En primer lugar, evoca el concepto del campo de la economía de 

rendimientos de escala creciente, que establece que el costo de cada unidad adicional de X 

desciende a medida que se produce o se distribuye más X. En otras palabras,  cuanto 

mayor rendición de cuentas se tenga, más se puede obtener.56 Y a la inversa: cuanto 

menor sea la rendición de cuentas que se tiene, más difícil será lograr cada grado adicional 

de la misma (como en el caso de “las trampas por la falta  de rendición de cuentas”). En 

segundo lugar, las reformas locales en materia de rendición de cuentas no necesariamente 

“ascienden de escala” [scale up] para influir en los niveles más altos, mientras que las 

reformas nacionales tampoco “descienden de escala” [scale down] automáticamente a los 
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niveles subnacionales y locales (Fox, 2007b). Obsérvese que estas dos propuestas incluyen 

diferentes maneras de entender la escala; la primera se refiere al volumen de rendición de 

cuentas que se genera; la segunda, el ámbito donde se genera.57 

 

Las estrategias vinculadas a auditoría social deben abordar el problema del 

“efecto globo”  

 

Los actores que son objeto de la supervisión ciudadana bien pueden adaptarse 

reconfigurando sus modalidades de corrupción o desviando la atención ciudadana para 

que esta se concentre en otros organismos o niveles de Gobierno. Los corruptos son 

flexibles, con amplia capacidad para ajustar sus maniobras. Por ejemplo, en algunos 

programas de montioreo comunitario en gran escala, como las auditorías sociales en la 

India o el programa KDP en Indonesia, aparentemente los funcionarios corruptos 

responden inventando formas nuevas y menos visibles de desviar fondos, y pasan del robo 

de salarios a la manipulación de las facturas de materiales (véase Shankar, 2010; Olken, 

2009). En realidad, ninguno de estos programas de auditoría social nacionales en gran 

escala hace mucho para fortalecer a la voz ciudadana y otorgarle “dientes”, en la forma de 

una voluntad y una capacidad oficial que desde arriba sancione a los funcionarios 

corruptos. Además, si los esfuerzos de monitoreo ciudadano solo se concentran en los 

proveedores de servicios locales de primera línea, esto deja fuera al resto de la “cadena de 

suministro” de la gestión gubernamental.58 Un seguimiento parcial o exclusivamente local 

de los programas puede llegar a cambiar la forma del “mercado de la corrupción” pero no 

necesariamente su tamaño (el volumen de las desviaciones de fondos). 59 

 

La supervisión por parte de la sociedad civil necesita una integración 

vertical  

 

La premisa aquí es que la corrupción y la exclusión social se producen por estructuras de 

poder integradas verticalmente. En la medida en que los múltiples eslabones de la cadena 

de la gestión gubernamental faciliten la desviación del monitoreo e incidencia que realiza 

la sociedad civil, para lograr  respuestas eficaces se requerirán  procesos paralelos que 

también estén integrados verticalmente60. La integración vertical de la supervisión que 

realiza la sociedad civil local, regional y nacional puede contribuir a mitigar el problema del 

“efecto globo”. Sin embargo, a menudo faltan eslabones  entre la voz comunitaria local y 

la supervisión ciudadana nacional de las políticas. Dado que las coaliciones de actores 

contrarios a la rendición de cuentas a menudo están bien coordinadas en todas las escalas, 

el monitoreo y la incidencia de la sociedad civil verticalmente integrados probablemente 

sean solo tan fuertes como el eslabón más débil de la cadena. Está claro que se trata de 

una tarea ambiciosa, aunque los ejemplos pueden ser más numerosos de lo que sugiere la 

bibliografía sobre políticas de desarrollo y prestación de servicios. La literatura sobre 
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evaluación de impactos no ha tratado el tema de  la integración vertical, pero en la práctica 

las OSC de todo el mundo tienen una extensa trayectoria en lo que se refiere a estrategias 

de monitoreo e incidencia integradas verticalmente y de amplitud horizontal, por ejemplo 

en el campo del monitoreo electoral. En general, es relativamente raro el análisis 

institucional de la densidad y la dinámica de los vínculos entre el plano local y el nacional 

que sustentan las campañas de promoción de la sociedad civil en el Sur Global. De hecho, 

después de dos décadas de extensa investigación sobre las relaciones entre sociedad civil 

local y sociedad civil mundial, los académicos están todavía en las etapas relativamente 

tempranas de “retornar al plano nacional”. 61 

 

Las estrategias de sándwich pueden cambiar las relaciones de poder con la 

sinergia entre Estado y sociedad.  

 

Esta propuesta se basa en el marco conceptual de la “sinergia entre Estado y sociedad” 

para comprender el cambio institucional (Evans, 1996). 62 El proceso de empoderamiento 

mutuo que acorta la brecha entre el Estado y la sociedad también se denomina 

“producción conjunta” o “co-gobernanza” (Ostrom, 1996; Ackerman, 2004). Aquí, la teoría 

del cambio sostiene que son coaliciones favorables a la rendición de cuentas, tanto desde 

el Estado como desde la sociedad, las que impulsan el proceso  y actúan contrarrestando 

las fuerzas contrarias al mismo, que con frecuencia también están vinculadas a ambos 

lados de esa línea divisoria. El término “estrategia de sándwich” se utiliza para referirse a 

estas coaliciones coordinadas entre actores que favorecen la rendición de cuentas tanto 

desde el Estado como desde la sociedad (Fox, 1992). 63 

 

El punto de partida de la estrategia de sándwich es que las fuerzas contrarias a la rendición 

de cuentas, enquistadas en el Estado y la sociedad a menudo son más fuertes que las 

fuerzas que la favorecen. Cuando se intenta deshacer estas “trampas por la falta  de 

rendición de cuentas” es probable que haya resistencia y, por ende, el conflicto es 

previsible y necesario, como se muestra en el gráfico 3. Si bien las oportunidades iniciales 

para el cambio son necesariamente impulsadas por el contexto y pueden provenir de la 

sociedad o del Estado, el principal factor determinante de un cambio subsecuente en las 

relaciones de poder, favorable a la rendición de cuentas, reside en que los actores a favor 

del cambio en un ámbito consigan empoderar a los de otros ámbitos y, de ese modo, 

generen un círculo virtuoso64. En este escenario de empoderamiento mutuo, como se 

muestra en el gráfico 3, los reformistas dentro del Estado tienen que  tener capacidad real 

para cumplir lo prometido a sus contrapartes en la sociedad, proporcionando  apoyo 

concreto y  el espacio político necesario para brindar algún grado de protección ante las 

probables represalias de los intereses creados.  
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Gráfico 3: 

 
 

Este proceso de apertura liderado desde arriba que se complementa con la acción 

colectiva desde abajo constituye solo uno de los muchos enfoques estratégicos posibles, 

utilizando el término en el sentido antes descrito. Está claro que muchos otros tipos de 

campañas por la rendición de cuentas están impulsadas principalmente por la presión 

desde abajo, que a veces pueden, o no,  encontrar y empoderar a interlocutores dentro del 

Estado. 

 

Como el contexto es importante, el método comparativo a nivel subnacional 

es necesario para detectar variaciones 

 

El método comparativo tiene mucho que ofrecer a las investigaciones sobre qué es lo que 

funciona y por qué, pero ha sido persistentemente dejado de lado por el debate 

dominante sobre los enfoques  cualitativos y cuantitativos (Fox, 2013). En el incipiente 

campo de los estudios sobre rendición de cuentas, pocos analistas reconocen que el 

método comparativo es una lógica de investigación de amplio alcance, dentro de la cual los 
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enfoques tanto cuantitativos como cualitativos son conjuntos de instrumentos cuya 

importancia y fuerza relativa dependen de la pregunta abordada. Entre quienes utilizan el 

método comparativo, el Estado-nación suele ser  la principal unidad de análisis. Sin 

embargo, el estudio de la auditoría social requiere enfoques más complejos que puedan 

abordar la diversidad inherente dentro de los Estados y las sociedades. En la práctica, es 

probable que toda iniciativa de cambio en gran escala se desarrolle de distintas maneras 

en  distritos, provincias y sectores. En términos empíricos, el método comparativo aplicado 

a nivel subnacional puede detectar patrones de variación que de otro modo 

permanecerían ocultos en promedios nacionales homogeneizadores. En términos 

analíticos, este enfoque permite a los investigadores mantener constantes numerosos 

factores contextuales clave, lo que puede ayudar a mostrar cómo varían los impactos de 

estrategias específicas de cambio institucional (Snyder, 2001).  
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En el presente estudio se ha reconsiderado la evidencia empírica a través de nuevos 

prismas conceptuales, con el fin de superar el impasse asociado con la noción de 

“resultados encontrados” y tender a enfoques más estratégicos de auditoría social. Los 

principales elementos de la argumentación han sido los siguientes:   

 

Primero, la auditoría social, término que engloba diversas interfaces del vínculo entre el 

Estado y la ciudadanía, comprende dos conjuntos de enfoques cualitativamente distintos: 

los enfoques tácticos y los enfoques  estratégicos. Los hallazgos de las evaluaciones de 

impacto indican que con los enfoques tácticos se han obtenido resultados dispares, 

mientras que con los enfoques estratégicos los resultados son más prometedores. Los 

enfoques tácticos son limitados, localizados y se basan en la difusión de la información, 

aunque con frecuencia la información por sí sola resulta insuficiente. Se necesita más 

innovación, experimentación y análisis comparativo para ayudar a establecer qué tipos de 

información y cuáles canales de difusión pueden motivar la acción colectiva, empoderar a 

los aliados y debilitar los intereses creados.  

 

Los enfoques estratégicos de auditoría social, en cambio, crean entornos propicios para la 

acción colectiva, amplían la participación ciudadana a escala más allá del ámbito local e 

intentan promover la capacidad gubernamental para responder a la voz ciudadana. No 

obstante, hasta el momento tanto los promotores de la auditoría social como los 

escépticos han tendido a suponer que a la voz ciudadana, por sí sola, corresponde hacer el 

trabajo que deben realizar las instituciones de control horizontal del propio Estado. Hay 

pocas iniciativas impulsadas por la ciudadanía que están bien coordinadas con reformas 

relevantes del sector público que promuevan la capacidad de respuesta del Gobierno (por 

ejemplo, entidades fiscalizadoras superiores o  agencias contra la corrupción, reformas 

para promover el acceso a la información, defensorías del pueblo, acceso a los tribunales, 

etc.). Al mismo tiempo, las iniciativas de auditoría social basadas en las tecnologías de 

información y comunicacion se orientan  cada vez más a lograr que las instituciones 

escuchen la voz de los ciudadanos. En la práctica, sin embargo, a menudo esta capacidad 

institucional de respuesta sigue siendo esquiva y el circuito de retro-alimentación rara vez 

se cierra. 

 

En segundo término, ahora que el campo de la auditoría social ha generado un cúmulo 

considerable de prácticas, es el momento oportuno para hacer un balance. Este ejercicio 

de relectura de los resultados de las evaluaciones de impacto sugiere que el enfoque de 

auditoría social ha llegado a la fase inicial de una etapa de desarrollo intermedio. Sin 
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embargo, si la investigación va muy por detrás de la práctica, el trabajo teórico y 

conceptual va incluso más retrasado que la investigación. Este estudio concluye con una 

serie de propuestas conceptuales fundamentadas que intentan orientar estrategias de 

auditoría social de mayor impacto y que hacen hincapié en la sinergia potencial entre la voz 

ciudadana  y la capacidad gubernamental de responder a ella.  

 

En tercer lugar, el trabajo práctico y analítico sobre auditoría social debe tomar en cuenta 

la escala. Cuando la expresión de la voz ciudadana se amplía horizontalmente, los 

excluidos pueden ganar en representación. Cuando la voz se proyecta verticalmente, 

pueden ganar peso. Cuando las autoridades escuchan, pueden crear tanto confianza como 

incentivos para aumentar la voz ciudadana. No obstante, este proceso es más fácil de 

enunciar que de realizar y la dinámica que lo gobierna no se comprenderá  adecuadamente 

si las agencias de desarrollo dominantes continúan tratando las “fallas del Estado” como 

un problema estrictamente local, que sólo sucede “al final de la tubería” burocrática.65 

Esto lleva a postular la combinación de la integración vertical con la propagación 

horizontal de la capacidad del monitoreo e incidencia de la sociedad civil. Tal combinación 

puede hacer posible combinar la voz con la representación, que es vital para modificar 

sustancialmente los términos de la relación entre la ciudadanía excluida y el Estado. 

 

¿Qué tiene que ver este énfasis en la escala con el vasto y creciente conjunto de iniciativas 

de auditoría social en todo el mundo? En el plano local, muchas experiencias piloto en 

pequeña escala pueden estar en condiciones  de ser ampliadas y expandidas 

horizontalmente, aunque solo mediante un análisis contextual detallado se puede 

determinar cuáles, cuándo y cómo. Las reformas gubernamentales a gran escala ya 

realizadas en materia de auditoría social precisan más apoyo de otras reformas en materia 

de gobernanza para ampliar y profundizar las apertura ya lograda; por ejemplo, en los 

casos de las auditorías sociales del Programa Nacional de Garantía del Empleo Rural en la 

India, y la participación comunitaria en el PNPM en Indonesia. Ambas son iniciativas de 

reforma innovadoras que podrían llegar a decenas de millones de personas, y ambas 

generan apertura para que se oiga la voz de los más pobres, pero la capacidad de 

respuesta del Estado sigue siendo limitada, desigual y discutible, y las partes interesadas 

locales aún tienen que fortalecer su capacidad de seguimiento y ganarse un lugar en la 

mesa. 

 

En síntesis, el desafío al que se enfrentan las estrategias de auditoría social es cómo 

romper las trampas por la falta de rendición de cuentas mediante la generación de círculos 

virtuosos en los que los entornos propicios aumenten la confianza de los ciudadanos para 

hacer oír su voz, lo que a su vez puede activar y empoderar reformas que posteriormente 
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pueden aumentar la voz ciudadana. Es decir, la voz necesita dientes para morder, pero los 

dientes no pueden morder sin la voz. 
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Notas 
                                                           
1 Algunos estudiosos de la teoría política también han argumentado persuasivamente que las 
elecciones, por lo general consideradas como el mecanismo por excelencia de rendición de cuentas 
ante la ciudadanía, son en realidad instrumentos bastante poco eficaces para exigir la rendición de 
cuentas de las autoridades, en particular porque el comportamiento de los votantes con frecuencia 
tiene un carácter más prospectivo que retrospectivo (Przeworski, Stokes y Manin, 1999). Véase 
también Peruzzotti y Smulovitz, 2006. 
 
2 Hasta el momento, los esfuerzos en materia de auditoría social centrados en los sectores público 
y privado han evolucionado independientemente unos de otros, y los encargados de la formulación 
de políticas de desarrollo se han concentrado casi exclusivamente en el sector público. Sin 
embargo, cabe notar que el primero de los 980 000 resultados de la búsqueda en Google de la 
expresión “social accountability” (auditoría social) es Social Accountability International, 
organización que se dedica a mejorar las normas laborales y los derechos humanos de los 
trabajadores del sector privado. Aunque este estudio se referirá especialmente a la aplicación del 
término en el sector público, para un breve análisis de la dinámica de los desafíos que plantea la 
evaluación del impacto de las iniciativas voluntarias por parte de múltiples partes interesadas véase 
Fox, 2013. A principios de la década de 1990, las políticas de salvaguardia de los bancos 
multilaterales de desarrollo incluyeron procesos pioneros de auditoría social en sus políticas sobre 
evaluación de impacto ambiental y sobre pueblos indígenas, al igual que el Panel de Inspección del 
Banco Mundial (Fox y Brown, 1998).  
 
3 Esta fue una conclusión clave de un cuerpo de investigaciones  influyentes encargado por la 
Transparency and Accountability Initiative (TAI, un consorcio de donantes) y realizado por el 
Institute of Development Studies en 2010 (McGee y Gaventa, 2010; Gaventa y McGee, 2013; Joshi, 
2013a; Carlitz, 2013; Mejía Acosta, 2013). Si bien es difícil precisar el monto total del financiamiento 
para actividades en materia de transparencia y rendición de cuentas en el Sur Global, tan solo los 
proveedores de financiamiento a la TAI invierten aproximadamente US$200 millones al año (sobre 
todo, fundaciones privadas y el Departamento para el Desarrollo Internacional del Reino Unido). 
Esto comprende actividades más generales de gobierno abierto, pero no incluye el gasto de los 
Gobiernos nacionales, el presupuesto participativo municipal, el Banco Mundial, la mayoría de los 
organismos bilaterales de desarrollo ni las organizaciones internacionales de la sociedad civil con 
grandes programas de auditoría social, como CARE y World Vision International. 
 
4 La mayor parte de las evaluaciones de impacto que se analizan en este trabajo son experimentos 
sobre el terreno o un gran número de estudios cuantitativos, para poder comparar “manzanas con 
manzanas” en lo que respecta a la metodología.  
 
5 Este análisis se basó en entrevistas con 15 miembros del personal y consultores del Banco Mundial 
que trabajan en los temas de auditoría social y gobierno abierto.  
 
6 El término “teoría del cambio” se usa por convención, pero como señala Tiago Peixoto, 
“hipótesis” es el término más preciso (2014).  
 
7 A pesar de que en el Informe sobre el Desarrollo Mundial 2004 no se usa el término “auditoría 
social”, el documento se centra en la interrelación a nivel local entre ciudadanos y Estado. 
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8 Por ejemplo, si el modelo de principal-agente se aplica a las iniciativas para promover la voz de los 
padres a fin de mejorar las escuelas, entonces los maestros son ostensiblemente los agentes y se 
enfrentan a una cadena de principales formales, incluyendo a los funcionarios electos que designan 
a las autoridades educativas, los directores de escuela que supervisan directamente a los maestros, 
así como los padres que presentan reclamaciones a la escuela, y, a menudo, los actores políticos 
externos que pueden influir en la contratación y el despido de los maestros. Los intereses de estos 
principales a veces son contrapuestos. Aunque el modelo convencional de principal-agente 
enmarca el reto en términos de cómo los principales pueden crear incentivos para influir en el 
comportamiento de los agentes y alentar su cumplimiento, tiene dificultades para dar cuenta de lo 
que sucede cuando múltiples principales tienen objetivos que entran en conflicto (no obstante, 
véase Whitford, 2005). 
 
9 Para resolver la separación interna de la oferta y la demanda de reformas de la gestión de 
gobierno dentro del Banco Mundial, en su reestructuración actual se reúne a estas actividades en el 
Departamento Global de Prácticas de Gobernanza. 
 
10 Los principales estudios incluyen, entre otros, Paul, 1992; Goetz y Jenkins, 2001; Avritzer, 2002; 
Ackerman, 2005; e Isunza, 2006. Además, el Programa Nacional de Solidaridad (1989-1994) de 
México, de índole multisectorial, incluía un elemento de “corresponsabilidad” entre el Estado y la 
sociedad, que tuvo resultados encontrados (Cornelius, Craig y Fox, 1994). El análisis institucional de 
Ackerman ofrece un panorama general de experiencias con la rendición de cuentas diagonal a 
principios de la década de 2000 (2005).  
 
11 Desde una perspectiva diferente, Kossack y Fung  revisan un conjunto conexo de evaluaciones de 
iniciativas realizadas a partir de acciones informativas (2014). 
 
12 Como afirmara un científico de alto nivel del campo de las ciencias biomédicas con gran 
experiencia en la transformación de pruebas científicas en medicamentos viables: “Para que esa 
prueba sea aceptada como un hecho, la clave es una definición precisa del concepto que se quiere 
verificar y un contexto o sistema de ensayo aplicable en el cual se prevea que el principio, si es 
verdadero, dará un resultado positivo”. Paul Liebowitz, ex director de biotecnología de la empresa 
Schering (comunicación por correo electrónico, 26 de marzo de 2014). 
 
13 Woolcock aborda este tema de la validez externa en el contexto de preguntarse si es posible 
generalizar los resultados de experimentos de campo (2013). 
 
14 La formulación dicotómica del subtítulo del metaanálisis de Mansuri y Rao (“¿funciona la 
participación?”) contribuyó a generar un encendido debate interno en el Banco Mundial sobre su 
estudio (2013).  
 
15 Como ejemplo de la existencia de diferentes perspectivas sobre cuáles son los criterios 
apropiados en materia de evaluación de impactos, se puede citar la experiencia con las auditorías 
sociales en el programa de empleo rural en la India, en el estado de Andhra Pradesh. Como parte 
de la evaluación general de los impactos moderados, un estudio estadístico halló que el 87 % de los 
montos robados no había sido recuperado, (Afridi e Iversen, 2013). Sin embargo, desde el punto de 
vista de una alta funcionaria de ese estado encargada de la promoción de las auditorías sociales, “si 
hubieran adoptado un enfoque comparativo se hubiesen dado cuenta de que recuperar R.s 100 del 
dinero robado se podía considerar un éxito enorme en la mayoría de los demás estados de la India 



Documento de trabajo n. º 1 de la GPSA, septiembre de 2014 

 

47 
 

                                                                                                                                                                                        
y, en realidad, en gran parte del cuento de hadas. Afirmar que recuperar el 13 % del dinero es un 
asunto trivial es vivir en un mundo de fantasía” (Sowmya Kidambi, comunicación por correo 
electrónico, 22 de febrero de 2014). La funcionaria también destacó que, a diferencia de lo sucedido 
en otros estados de la India, los activistas locales que promovían las solicitudes de información 
sobre el programa de empleo rural no han sido asesinados. 
 
16 El alcance de las evaluaciónes del impacto de la auditoría social es desigual, ya que se centra 
principalmente en un subconjunto reducido de instrumentos, más que nada: difusión local de 
información y esfuerzos en favor del monitoreo comunitario. Hay menos evidencia sobre el 
impacto de los sistemas de atención a los reclamos ciudadanos o del monitoreo  ciudadano en 
mayor escala, por ejemplo. Más aún, muchas evaluaciones de impacto se limitan a estudios piloto. 
Pocas abordan las estrategias de auditoría social ya establecidas a escala nacional (por ejemplo, las 
auditorías sociales en la India, el presupuesto participativo en Brasil, los consejos comunitarios de 
abasto en México). El estudio de Olken sobre el programa KDP en Indonesia, que opera en una 
gran escala, es una notable excepción (2007).  
 
17 Este mismo autor posteriormente demostró que a raíz de que las autoridades locales eran hábiles 
para esconder su corrupción, el monitoreo comunitario no tuvo la capacidad adecuada para 
supervisar el proyecto (Olken 2009), al menos hasta que la siguiente temporada de lluvias se 
llevara los caminos. Esto subraya la distinción entre el monitoreo comunitario que detectó los 
problemas, pero después careció de influencia, y el monitoreo comunitario que desde el principio 
no tuvo capacidad para detectar los problemas. 
 
18 A pesar de que el experimento investigativo no detectó sanciones criminales, el antiguo enlace 
del Banco Mundial con el programa KDP, Scott Gugenheim, informa que “el programa hasta ahora 
ha ayudado a encarcelar a más de 72 funcionarios corruptos, que es más de lo que ha logrado la 
Oficina de Integridad Institucional del Banco Mundial en todo el mundo” (comunicación por correo 
electrónico, 18 de mayo de 2014).  
 
19 Scott Guggenheim (comunicación por correo electrónico, Yakarta, 3 de febrero de 2014). Él 
también señala que la promesa de realizar auditorías cuyos resultados serían dados a conocer, un 
hecho sin precedentes, tuvo un efecto estremecedor que, a su vez, reforzó ese experimento de 
campo. Este efecto puede haber sido temporal, ya que las autoridades locales después 
comprobaron que las auditorías rara vez eran respaldadas por sanciones oficiales. Además, los 
propios auditores, que anteriormente visitaban las aldeas muy esporádicamente, fueron 
particularmente diligentes porque el investigador dirigió el experimento en el terreno. Como 
resultado, “por primera vez a los auditores gubernamentales les pagaron con puntualidad, 
recibieron viáticos, fueron supervisados en el terreno y alguien verificó su trabajo”.  
 
20 Scott Guggenhiem (Yakarta, comunicación por correo electrónico, 21 de abril de 2014). 
 
21 Audrey Sacks, Banco Mundial (Yakarta, comunicación por correo electrónico, 26 de enero de 
2014). 
 
22 Sobre el tema de los conflictos de intereses que surgen cuando los directores realizan el 
monitoreo de sus colegas, véase Barr y Zeitlin (2011).  
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23 Un reciente proyecto piloto de monitoreo comunitario en gran escala que abarcó nueve estados 
de la India se confirmó este patrón, al encontrar que los canales institucionales para la 
participación de los padres en la supervisión y gestión de las escuelas en realidad no funcionaban 
en ninguna parte (CPR 2014: 30). 
 
24 Como concluyó el coautor del trabajo acerca de las OSC: “Si la gente no siente que la escuela es 
‘suya’ o que la escuela es ‘de la aldea’, su participación es baja sin importar cuánta información se le 
proporcione”. (Rukmini Banerji, comunicación por correo electrónico, Pratham, 4 de marzo de 
2014). 
 
25 El autor le señaló esto al personal del Banco Mundial en México en 1996, notando que su apoyo a 
la descentralización de  fondos para  la inversión social a los municipios rurales, si bien era positivo 
en el estado de Oaxaca, al mismo tiempo impulsaba Gobiernos locales autoritarios en estados 
como Chiapas (Fox, 1997). 
 
26 Kossack y Fung agregan una distinción importante entre las intervenciones basadas en la 
información que ofrecen a los ciudadanos datos sobre el desempeño de los servicios públicos, y 
aquellas que incluyen indicadores que permiten a los ciudadanos comparar puntualmente sus 
servicios con otros (2014). Además, Loewenstein, Sunstein y Golman aportan la visión de la 
economía del comportamiento al análisis de los efectos de la divulgación de información (2014). 
 
27 El término “entorno propicio” [“enabling environment”] rara vez se define con precisión. Para los 
fines de este trabajo, se refiere a las acciones de aliados externos que tienen dos características. 
Primero, reducen los riesgos y costos tanto reales como percibidos que son inherentes a la acción 
colectiva. Segundo, refuerzan la eficacia tanto real como percibida de la acción colectiva porque 
aumentan la probabilidad o el grado de la respuesta institucional positiva. Mis agradecimientos a 
Tiago Peixoto por haber solicitado una definición clara del término. Para un estudio que operativiza 
entornos propicios registrando el grado real en que se aplicaron las políticas de salvaguardia del 
Banco Mundial en el contexto de 10 proyectos de desarrollo rural, véase Fox y Gershman (2000). 
 
28 Sobre descentralización democrática específicamente, véanse, entre otros Ribot (2002); Ribot y 
Larson (2005) y Fox (2007b). 
 
29 Sobre “las fallas del Estado”, un concepto análogo al de “las fallas del mercado”, véanse Mansuri 
y Rao (2013), y Devarajan, Khemani y Walton (2014). 
 
30 Las investigaciones sobre las iniciativas de auditoría social en el sector de la salud están 
aumentando. Véanse Boydell y Keesbury (2014); Freedman y Schaaf (2013), y Hecht y otros (2014). 
 
31 Véase en Joshi (2013) una aplicación del concepto a las cadenas causales de la auditoría social.  
 
32 La única excepción es una frase en un artículo posterior, que informaba que de la mitad de las 
escuelas que no recibieron el apoyo financiero después de la campaña de información, el 47 % se 
quejó o protestó ante alguna autoridad formal o informal que podía transmitir sus quejas o actuar 
al respecto (Reinikka y Svennson, 2011: 959). Su modelo causal supone explícitamente que como la 
información posibilita la protesta, en realidad lo que importa es el acceso a la misma y no la acción 
colectiva: “En la medida en que tanto la protesta real como la amenaza de hacer oír la voz 
ciudadana… pueden haber desalentado la desviación de fondos destinados a las escuelas por 
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parte de la élite política local, no hay razón para creer que la incidencia de la voz ciudadana y la 
desviación de fondos locales se debían correlacionar” (2011: 959). No queda claro si esta hipótesis 
fue verificada. 
 
33 Se puede considerar al presupuesto participativo como un caso de auditoría social en la medida 
en que incluye procesos para monitorear y alentar respuestas gubernamentales a las acciones 
ciudadanas. 
 
34 La dinámica de la participación y el impacto del presupuesto participativo varían mucho, tanto 
dentro de Brasil como en relación con otros países (véanse, por ejemplo, Baiocchi, Heller y Kunrach 
Silva, 2013; Goldfrank, 2011; Wampler, 2007). La aplicación a nivel internacional del presupuesto 
participativo al estilo del brasileño es digna de destacar, aunque a menudo en el proceso se pierden 
elementos vitales (Ganuza y Baiocchi, 2012; Goldfrank, 2011). Independientemente, también se 
aplicaron en gran escala estrategias de presupuesto sumamente participativo en la campaña de 
descentralización de la planificación en Kerala (Heller, Harilal y Chaudhuri, 2007) y durante 
generaciones en las comunidades indígenas de Oaxaca (Díaz-Cayeros, Magaloni y Ruiz-Euler, 2014; 
Fox y Aranda, 1996). Véase en Speer, 2012 un examen de la vasta bibliografía sobre presupuesto 
participativo.  
 
35 Según Walter Flores, que  dirige el Centro de Estudios para la Equidad y Gobernanza en Sistemas 
de Salud en Guatemala y coordina la red internacional Community of Practitioners for Social 
Accountability in Health, el estudio de Björkman y Svensson es el más influyente, pero al mismo 
tiempo ha creado confusión porque [en la mayor parte de América Latina, África y Asia, donde 
trabajamos] la interacción entre las comunidades y los proveedores de servicios a menudo es… 
tensa debido a las relaciones de poder. El estudio dio por hecha esta interacción; se supone que 
todos los proveedores de servicios están dispuestos a dialogar e interactuar con las 
comunidades… [Además] en este experimento los servicios de salud pudieron contar con los 
recursos que necesitaban (medicinas, personal, equipos)… (comunicación por correo electrónico, 
2 de abril de 2014). 
 
36 Las contribuciones conceptuales fundamentales para el estudio de los trabajadores de servicios 
públicos de primera línea incluyen la de Lipsky y su consideración de los “burócratas de nivel 
callejero” como tomadores de decisiones (1980), también el de Long con su énfasis en las 
interfaces entre Estado y sociedad (1984) y los marcos conceptuales basados en incentivos en el 
Informe sobre el Desarrollo Mundial 2004 (Banco Mundial, 2003).  
 
37 Yamini Aiyar, de la Accountability Initiative de la India, sugiere la hipótesis de que “la Ley de 
derecho a la información fue tácticamente diseñada para adecuarse a los instrumentos de la 
burocracia, esto es, expedientes y papeleo. El movimiento [en favor del derecho a la información] 
se cuidó de hablar el lenguaje de la burocracia en su definición de transparencia y en la formulación 
de los mecanismos a través de los cuales ésta se obtendría. De modo que cuando se presenta una 
solicitud de información, el gobierno tiene que abrir un “expediente”, y cuando se abren 
expedientes se vuelve necesaria una respuesta (aunque sea una respuesta a medias, o se rechace 
la petición, como a menudo es el caso). Aunque esta es una de las grandes ventajas de la Ley, 
también es una limitante, en el sentido de que permite al Gobierno fijar límites a lo que considera 
“transparencia”, de manera que la transparencia consistiría en responder a una solicitud más que 
en anticiparse a divulgar información. La Ley también ha servido para reforzar el uso de los 
instrumentos burocráticos que ante todo le permiten a la burocracia seguir siendo poco 
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receptiva… [Esto] subraya… la importancia del seguimiento de los procesos y de la etnografía 
para estudiar la auditoría social”. (Comunicación por correo electrónico, 29 de junio de 2014). 
 
38 Mis agradecimientos a Anuradha Joshi por sugerir que estas definiciones fueran más explícitas, y 
a Jeff Unsicker por sus comentarios. 
 
39 Esta aproximación a la información conducente a la acción y a las percepciones de los usuarios se 
basa en el convincente análisis de Fung, Graham y Weil de la transparencia focalizada (2007). 
 
40 Otro ejemplo de tratamiento débil de la información es un experimento de campo realizado en 
México  para observar el impacto de la difusión de información no partidista sobre la corrupción 
municipal inmediatamente antes de las elecciones,. El principal impacto consistió en una reducción 
muy pequeña de la participación electoral. El estudio informó que se había fijado en información 
dada a conocer públicamente relativa a “corrupción política rampante” (Chong y otros, 2011). Sin 
embargo, el mensaje que el experimento transmitió acerca de la corrupción consistió en un gráfico 
circular en un folleto que indicaba, en medio de otras cifras mayores sobre gasto municipal, el 
porcentaje del gasto municipal que “no cumplía con las normas”. El estudio no demuestra que los 
residentes hubieran interpretado esta afirmación más bien debil, y esa sutil presentación visual de 
los datos como prueba clara de “corrupción rampante”.  
 
41 Este último punto subraya dos de las numerosas limitaciones de la analogía con las vacunas 
mencionada anteriormente. Primero, las vacunas deben ser uniformes, mientras que las iniciativas 
de auditoría social pueden variar. Segundo, cuando las vacunas funcionan, lo hacen por sí mismas, 
a diferencia de la mayoría de las iniciativas de auditoría social, cuya eficacia puede depender de 
reformas complementarias en materia de gobernanza. 
 
42 El presupuesto participativo es el enfoque de auditoría social que se ha analizado con más detalle 
y tomando en cuenta distintos contextos, lo cual incluye extensas investigaciones académicas 
comparativas subnacionales y transnacionales. Sobre este punto, véanse, entre otros, Baocchi, 
Heller y Silva (2011); Wampler (2007), y Goldfrank (2011). De manera más general, véanse Gaventa y 
McGee (2010); Joshi (2014), y O’Meally (2013) para los marcos de referancia más exhaustivos con 
los que se cuenta hasta el momento para comprender la dinámica contextual.  
 
43 Véase en Neilson y Tierney (2003) una aplicación de la teoría del principal-agente que busca 
abordar las condiciones limitantes bajo las cuales ésta pueda considerar múltiples principales (en el 
caso de la explicación de las reformas ambientales del Banco Mundial).  
 
44 Este requisito metodológico también entra en conflicto con el impulso de “aprender haciendo” 
por parte del practicante, que implica realizar cambios en tiempo real en respuesta a los 
comentarios sobre lo que está funcionado y lo que no (véase Hall, Menzies y Woolcock, 2014). 
 
45 Quienes trabajan en el ámbito del desarrollo están cada vez más interesados en mecanismos de 
retroalimentación, un enfoque que se centra en proyectar la voz ciudadana “hacia arriba”. El 
término “retroalimentación” implícitamente deja de lado dos cuestiones fundamentales: quién fija 
la agenda a la que supuestamente se debe responder y si la voz ciudadana puede realmente influir 
en el comportamiento institucional y de qué manera. Numerosos promotores de la tecnología de la 
información y las comunicaciones esperan que la agregación de voces las haga difícil de ignorar, 
pero eso, en tanto pregunta empírica, sigue estando abierto. La expresión “cerrar el circuito de la 
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retroalimentación” solo está comenzando a abordar esas preguntas (véase Gigler y Baivur, 2014). Y 
un paso en esa dirección son los intentos de Integrity Action de documentar la respuesta 
institucional con “tasas de resolución de problemas” [“fix-it rate”] específicas para cada contexto 
(Galtung, 2013). 
 
46 Como afirma Rosie McGee, “la agregación puede ser solo una cuestión de números y de escala, y 
tiene un carácter técnico. La representación implica mediación y encuadre, y es de carácter 
político” (Institute for Development Studies, comunicación por correo electrónico, 18 de junio de 
2014). 
 
47 Con respecto a los altibajos de la rendición de cuentas de las autoridades en las organizaciones 
de base amplias, véase Fox, 2007b. 
 
48 Por ejemplo, en el contexto de un debate sobre la iniciativa de CARE en Malawi, relativa a una 
ficha de calificación comunitaria de la salud, uno de los funcionarios gubernamentales participantes 
reconoció que antes de que existiera la ficha, “no era posible reunir a esos dos grupos de personas 
[comunidad y proveedores de salud]. Debido a que son miembros de la comunidad, sienten que si 
hablan mal de los proveedores de salud… [y luego] se enferman y acuden al centro de salud, les 
darán una inyección para matarlos… La ficha de calificación comunitaria, entonces, ha ayudado a 
rellenar ciertos vacíos en materia de retroalimentación entre proveedores y usuarios, así como la 
rendición de cuentas.  Ha logrado vincular los resultados de las fichas de calificación con la gestión 
interna y los sistemas de incentivos. Ha fortalecido la voz de los ciudadanos… y también ha 
empoderado a los usuarios de los servicios para exigir una mayor responsabilidad y asumirse como 
co-responsables del proceso”. (Diana Khonje, directora de la Unidad de Salud Reproductiva del 
Ministerio de Salud de Malawi, presentación ante el Woodrow Wilson International Center for 
Scholars, 5 de mayo de 2014). 
 
49 La prensa india ha informado de por lo menos 50 casos de asesinatos de solicitantes de 
información (Pande 2015).  
 
50 Véase una excepción en Ackerman (2005).  
 
51 Tilly define a los derechos como “reclamaciones exigibles al Estado” (1998, páginas 56 y 57). Este 
enfoque es mucho más tangible que los enfoques normativos generalizados de la noción de 
derechos. 
 
52 Véase en Blair (2011) una descripción general de la dinámica de aceptación de los enfoques de 
auditoría social por parte del Estado. 
 
53 Por ejemplo, según el examen general de Holloway sobre un conjunto de diversas iniciativas l de 
auditoría social realizadas por organizaciones de base en Nepal, hay poca “evidencia de que los 
ciudadanos reclamen la restitución de dinero que les ha sido robado o de que deseen llevar los 
casos a los tribunales. En cambio, los ciudadanos apoyaban con entusiasmo informar a los 
funcionarios que: 
a. Ahora sabían cuáles eran sus derechos y prerrogativas. 
b. Ahora sabían que habían sido despojados de sus derechos y prerrogativas. 
c. No volverían a permitir que esto sucediera. 
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d. Ponían sobre aviso a los funcionarios del Gobierno local de que estarían vigilantes ante nuevas 
infracciones” (2013: 11). 
 
54 Por ejemplo, si se quiere comprender por qué las tasas de ausentismo de los maestros pueden 
ser muy altas en un contexto dado, entonces un enfoque táctico de auditoría social se centraría en 
vigilar su comportamiento y luego aplicar sanciones por incumplimiento o, en su caso, incentivos 
por buen desempeño. Si se adoptara un enfoque estratégico, se plantearía ante todo, la pregunta 
de quién decide a qué maestros contratar y con qué criterios, lo cual quizás lleve a encontrar que el 
clientelismo político imperante  en los niveles superiores del sistema juega un papel importante. 
Cuando las enfermeras o los maestros fantasmas gozan de respaldo político, suelen tener una gran 
capacidad para resistir la supervisión de los padres o de las organizaciones no gubernamentales 
locales. Esto es lo que implican Banerjee, Glennerster y Duplo (2008). Sobre la politización 
clientelista de un enfoque de auditoría social común y la gestión comunitaria de las escuelas, véase 
también Altschuler (2013). 
 
55 Por ejemplo, los famosos Informes de Calificación Ciudadana [Citizen Report Cards] de Bangalore 
tuvieron un impacto muy significativo en el desempeño del sector público solo después que fuera 
electo un primer ministro receptivo, cosa que permitió coordinar los “dientes” con la “voz” (Paul, 
2006). Esto pone de relieve uno de los eslabones faltantes en la discusión acerca de la “vía corta” 
hacia la rendición de cuentas. Para que esta última funcione, con frecuencia se necesita la” vía 
larga” de autoridades electas dispuestas a rendir cuentas. Sobre las iniciativas de gobierno 
electrónico en Bangalore, véase Ranganathan (2012). 
 
56 Robert Putnam realizó una observación similar sobre el capital social (1993). 
 
57 Mis agradecimientos a Rosie McGee por sugerir esta aclaración. (Institute for Development 
Studies, comunicación por correo electrónico, 18 de junio de 2014). 
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